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Antecedentes y finAlidAd

La campaña “Derecho a la alimentación. Urgente” se lanzó públicamente en sep-
tiembre de 2003 y, desde entonces, varias ONGD han ido participando en ella en
varias etapas. Actualmente los miembros de esta iniciativa son Acción contra el
Hambre, Ayuda en Acción, Cáritas, ONGAWA y Prosalus, incorporando una amplia
experiencia de trabajo con proyectos de seguridad alimentaria y nutricional, sobe-
ranía alimentaria, desarrollo rural y en el apoyo en la implementación del derecho
a la alimentación.

La campaña lleva trabajando desde 2003 en la sensibilización e incidencia sobre este
derecho humano a través de diversas actividades: seminarios, publicaciones, web
especializada, contactos y colaboraciones con instituciones y con redes de sociedad
civil, participación activa en algunos de los principales procesos relacionados con la
lucha contra el hambre y la promoción del derecho a la alimentación, etc.

Una de las preocupaciones que a lo largo de los años de campaña ha ido estando
presente en la reflexión de las organizaciones ha sido cómo aplicar en la práctica
el enfoque de derecho a la alimentación en los proyectos de cooperación.
Esta es la razón por la que la campaña ha elaborado, en colaboración con el Insti-
tuto de Estudios del Hambre, esta guía que está diseñada con un carácter práctico
para que sea de utilidad en el trabajo de las ONGD en el terreno.
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les sobre acciones, metodologías y estrategias de acción para la implementación
práctica del derecho a la alimentación.

• Etapa III: recopilación de información de las ONGD de la campaña, en concreto
la siguiente información:
- Selección de proyectos desarrollados por las ONGD en los que se haya plan-
teado un enfoque de derecho a la alimentación.

- Entrevistas con los gestores de dichos proyectos en las que se destacan los as-
pectos en los que cada ONG considera que ha seguido un enfoque de dere-
cho a la alimentación y los principales hitos que muestran que dicho enfoque
fue aplicado. 

- Sistematización de la información.
• Etapa IV: contactos bilaterales con las ONGD para depurar la información su-

ministrada. 
• Etapa V: presentación de documento de la guía para contar con los aportes fi-

nales de las ONGD de la campaña.

En este proceso han participado, por parte del Instituto de Estudios
del Hambre, Carmen Lahoz, Enrique de Loma-Ossorio y Joao Pinto.

Por parte de las ONGD de la campaña han participado en las
entrevistas y colaboraciones con el IEH las siguientes personas:

Prosalus
Jose María Medina. Director de Prosalus y coordinador de la campaña
“Derecho a la alimentación. URGENTE”
Ángela Gago. Responsable del departamento de cooperación
María González. Responsable de proyectos de Bolivia
Beatriz Llorente. Responsable de proyectos de Perú

Cáritas
María José Nieto. Técnica de Cooperación, UT América Latina y Caribe
Alejandra Zuleta. Técnica de Cooperación, UT América Latina y Caribe

Acción contra el Hambre
Sheyla Martínez. Coordinadora del Proyecto de Desarrollo
socioeconómico y responsable de seguridad alimentaria. Bolivia
Mirtha Ramírez. ACH Paraguay

Ayuda en Acción
Marisa Martínez. Responsable de gestión de proyectos

contenido de lA guíA

La guía consta de dos capítulos: el primero, más breve, consiste en una introduc-
ción al derecho a la alimentación; el segundo, que constituye el centro de la guía,
proporciona elementos prácticos para integrar el derecho a la alimentación en los
proyectos de desarrollo. 

El capítulo introductorio sobre el derecho a la alimentación está dirigido a dar
a conocer de una manera sencilla y práctica en qué consiste un enfoque de dere-
chos en la gestión de proyectos de desarrollo y cuáles son las particularidades de
dicho enfoque en las intervenciones relacionadas con la seguridad alimentaria y la
nutrición. Este capítulo se enmarca en los contenidos de las “Directrices Volunta-
rias del Derecho a la Alimentación”, teniendo en cuenta el papel que pueden y
deben tener las ONGD en apoyar a los Estados de los países en desarrollo en la
definición de prioridades y estrategias nacionales y locales para la realización pro-
gresiva del derecho a una alimentación adecuada. 

La parte central de la guía es el capítulo segundo, en el que se analizan las dife-
rentes tipologías de proyectos dirigidas a la realización de DA y se establecen una
serie de pautas concretas para la aplicación del derecho a la alimentación
en cada una de las fases de la gestión del ciclo de un proyecto. 

En esta parte la guía incluye una serie de ejemplos de proyectos en desarrollo que
han puesto en marcha las ONGD que forman parte de la campaña “Derecho a la
alimentación. URGENTE” y también otras ONGD. Estos ejemplos ilustran los pasos
propuestos para el diseño, formulación, implementación, seguimiento y eva-
luación de proyectos de desarrollo enfocados a la realización del DA. 

MetodologíA

La metodología de trabajo fue propuesta y coordinada por el Instituto de Estudios
del Hambre (IEH) en las siguientes etapas:

• Etapa I: definición de la estructura de la guía y presentación a las ONGD miem-
bro de la campaña para su aprobación e incorporación de modificaciones. 

• Etapa II: análisis de documentación secundaria de instituciones (FAO, relator es-
pecial de Naciones Unidas para el DA, Naciones Unidas) y ONGD internaciona-
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1.1. derechos huMAnos y desArrollo

¿Qué son los derechos humanos?

Los derechos humanos son garantías legales universales que protegen a los indivi-
duos y grupos contra acciones y omisiones que interfieren con sus libertades
fundamentales y su dignidad humana. Son independientes del sistema legal nacio-
nal, puesto que existen aspectos de la vida humana que no pueden ser prohibidos
o limitados por ningún gobierno. Los derechos humanos son el resultado de un
proceso histórico de luchas y logros, y se encuentran en construcción permanente
en función de los avances de la humanidad.

Una de sus principales características es que son universales, es decir, se aplican a
todas las personas independientemente de su nacionalidad, edad, sexo, raza,
credo, ideología política o cualquier otra distinción. Otro de los elementos básicos
de su definición es su carácter legal pues son reconocidos y protegidos por legis-
lación específica de ámbito internacional e imponen obligaciones a los Estados.

Los derechos humanos están reconocidos por el derecho internacional desde el
siglo XIX. Sin embargo, no constituyen un orden jurídico internacional basado en
principios fundamentales para la protección del ser humano hasta después de la
Segunda Guerra Mundial, culminando un proceso de fortalecimiento de la coope-
ración internacional para mantener la paz, proteger a las personas contra el
ejercicio arbitrario del poder de los Estados y mejorar sus condiciones de vida.

Introducción al derecho a la alimentación

Capítulo 1

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”
Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948)

“El hambre no es producto del destino; el hambre es el resultado de la
acción o inacción humana”

Jean Ziegler, exrelator de Naciones Unidas para el derecho a la alimentación



en la práctica del desarrollo, ¿qué quiere decir enfoque basado en derechos?

La protección de los derechos humanos está estrechamente relacionada con la pro-
moción del desarrollo, que debe ser considerado como un proceso de ampliación
de las oportunidades, capacidades y libertades de las personas, y estas deben
ser colocadas en el centro de los procesos de desarrollo.

La adopción de un enfoque basado en derechos en la práctica del desarrollo es fun-
damental para garantizar la realización de los derechos humanos. El enfoque basado
en derechos es un marco conceptual para la promoción del desarrollo humano basado
en los principios y en la legislación internacional de los derechos humanos. 

Un buen exponente de la cada vez mayor importancia de este enfoque basado en
derechos en la práctica del desarrollo es la adopción por parte de un importante
número de agencias de Naciones Unidas (NNUU) de una Declaración de Enten-
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Para ello, el 10 de diciembre de 1948 la Asamblea General de las Naciones Unidas
adoptó la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) como ins-
trumento jurídico internacional no vinculante que reconoce la existencia de
derechos civiles, culturales, políticos, económicos y sociales, comunes para todos los
pueblos y naciones. La DUDH constituye la declaración más importante y amplia
de las Naciones Unidas (NNUU) y el origen de todo el trabajo subsecuente en el
campo de los derechos humanos.

El contenido de los derechos mencionados en la DUDH se define con mayor preci-
sión en 1966 con la firma del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos (PIDCP) y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales (PIDESC): el primero fortalece las libertades individuales (derecho a la
vida, a la libertad, al voto, la prohibición de la tortura, entre otros), el segundo
refuerza los derechos económicos, sociales y culturales (derecho a la alimentación,
vivienda, salud, trabajo, educación, etc.). El conjunto de derechos protegidos por
ambos pactos son interdependientes y de igual importancia. Estos pactos entraron
en vigor en 1976 y son jurídicamente vinculantes para los Estados. Hasta la fecha,
el PIDESC ha sido firmado por un total de 160 países.

¿Qué tipo de instrumentos de protección existen?

Además de la Carta Internacional de Derechos Humanos, hoy contamos con una
cantidad considerable de normas que protegen los derechos humanos. Estas nor-
mas se encuentran consagradas en los innumerables acuerdos, tratados, pactos,
convenciones o declaraciones elaborados internacionalmente por los Estados con
carácter universal, regional, dirigidos a grupos determinados o a un derecho espe-
cífico, de naturaleza declaratoria (recuadro 1), que pueden tener un reflejo
posterior en el ámbito nacional (constituciones y leyes).

10

la carta internacional de los derechos humanos

La DUDH, el PIDCP y el PIDESC (incluyendo sus protocolos adicionales) son los instru-

mentos jurídicos más importantes conformando la llamada Carta Internacional de los

Derechos Humanos “International Bill of Human Rights”.

recuAdro 1 - las normas de los derechos humanos

• Ámbito universal: incluyen los instrumentos adoptados en el marco de NNUU (por

ejemplo, PIDESC, PIDCP, la Convención para la Prevención del Delito de Genoci-

dio, etc.).

• Ámbito regional: incluyen los instrumentos adoptados por el Consejo de Europa

(Convención Europea de Derechos Humanos), la Organización de Estados Ameri-

canos (Convención Americana sobre Derechos Humanos) y la Organización de la

Unidad Africana (Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos).

• Grupos específicos: incluyen los instrumentos que se centran en una categoría par-

ticular de personas o grupos (por ejemplo, niños, mujeres, trabajadores, refugia-

dos, etc.).

• Derecho específico: incluyen los instrumentos que se centran en un derecho en par-

ticular (por ejemplo, alimentación, salud, educación, etc.). 

• Naturaleza declaratoria: incluyen los diversos instrumentos, tales como declaracio-

nes, resoluciones, recomendaciones, directrices, códigos de conducta que, si bien

no son vinculantes por sí mismos, proporcionan orientaciones prácticas a los Esta-

dos para el desarrollo de sus conductas (por ejemplo, las Directrices Voluntarias para

el Derecho a la Alimentación, Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, etc.).
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dimiento Común sobre la aplicación de este enfoque. En el recuadro 2 se detallan
los tres puntos de comprensión colectiva acordados por las NNUU en el contexto
de la reforma en mayo de 2003.

El enfoque basado en derechos se centra en el desarrollo de capacidades para recla-
mar derechos de las poblaciones más vulnerables y en las responsabilidades de los
Estados, superando el enfoque tradicional y básico de la ayuda al desarrollo diri-
gida a las necesidades básicas. Esto significa que las privaciones de estos grupos
deben ser vistas como negación de derechos y no como problemas circunstancia-
les (ver recuadro 3). Esta distinción es importante para evitar la adopción de
políticas meramente asistencialistas, en detrimento de acciones estructurales y sos-
tenidas en el tiempo.

1.2.- el derecho huMAno A lA AliMentAción 

¿dónde se reconoce el derecho a la alimentación?

El derecho a la alimentación (DA) se manifiesta explícitamente como parte de los
derechos humanos en la DUDH de 1948, cuyo artículo 25 establece el DA como un
elemento incluido dentro del derecho humano a niveles adecuados de bienestar. 

12

Reconoce la responsabili-
dad moral de los más ricos
con relación a los pobres.

Los individuos son vistos
como víctimas.

Se centra en responder a la
manifestación de los pro-
blemas.

Reconoce las necesidades
como demandas válidas.

Los individuos son vistos
como objetos del desarrollo.

Se centra en resolver las
causas inmediatas de los
problemas.

Reconoce a los individuos y
grupos como titulares de
derechos que pueden ser
reclamados al Estado.

Los individuos y grupos son
empoderados para que re-
clamar sus derechos.

Se centra en resolver las cau-
sas subyacentes, estructura-
les y sus manifestaciones.

Fuente: adaptado de BOESEN & MARTIN (2007)

declaración universal de los derechos humanos

"Todas las personas tienen derecho a un nivel de vida adecuado que les asegure, así

como a su familia, la salud y el bienestar, en especial la alimentación, vestuario, vivienda,

atención médica y los servicios sociales necesarios [...]”.

Artículo 25º de la DUDH (1948)

recuAdro 2 - declaración de entendimiento común de nnuu 
sobre la adopción de un enfoque basado en derechos

1. Todos los programas, las políticas y la asistencia técnica al servicio de la  cooperación
para el desarrollo deben promover la realización de los derechos humanos, en la

forma establecida en la Declaración Universal de Derechos Humanos y otros instru-

mentos internacionales de derechos humanos.  

2. Los estándares y principios de derechos humanos contenidos en la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos, así como en otros instrumentos internacionales de de-

rechos humanos, y los principios derivados de los mismos, guían la cooperación y pro-

gramación para el desarrollo, en todos los sectores y en todas las fases del proceso

de programación. 

3. La cooperación para el desarrollo contribuye al desarrollo de las capacidades de los
“titulares de obligaciones” para cumplir con sus responsabilidades y/o las capaci-

dades de los “titulares de derechos” para reclamar sus derechos.

EnfoquE BAsAdo
En dErEchos

EnfoquE dE lAs 
nEcEsidAdEs BásicAs

EnfoquE 
AsistEnciAlistA

recuAdro 3 - distinción entre diferentes enfoques de desarrollo

El derecho a la alimentación está reconocido de manera jurídicamente vinculante
en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC)1 a
través de dos apartados específicos que conforman el artículo 11: el derecho a una

1. 160 Estados han aceptado las obligaciones jurídicamente vinculantes establecidas para el DA
mediante la ratificación del PIDESC
http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-3&chapter=4&lang=en)
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Artículo 11 del PidEsc
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel

de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados,
y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medi-
das apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la
importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda
persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la
cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se necesi-
tan para: 

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos
mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación
de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes
agrarios de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las
riquezas naturales. 

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las
necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países
que importan productos alimenticios como a los que los exportan.

recuAdro 4 - Principales instrumentos de derechos humanos 
que reconocen el derecho a la alimentación 

recuAdro 4 - (continuación)alimentación adecuada (artículo 11.1) y el derecho fundamental a estar protegido
contra el hambre (artículo 11.2). En ambos casos se plantea la obligatoriedad de los
Estados de establecer medidas que amparen este derecho y el rol fundamental de
la cooperación internacional (recuadro 4).

La alimentación es un requisito básico para la existencia humana y por lo tanto está
estrechamente relacionada con el derecho a la vida, proclamado en el PIDCP. Ade-
más de los instrumentos jurídicos que conforman la Carta Internacional de Derechos
Humanos, la alimentación se encuentra reconocida como derecho en varias otras
disposiciones relativas a los derechos humanos internacionales y regionales.

Aunque bajo el principio de interdependencia todos los derechos humanos se
encuentran al mismo nivel, durante décadas la atención a los derechos económi-
cos, sociales y culturales fue muy limitada, en comparación con la importante
atención ofrecida a los derechos civiles y políticos. En relación con el derecho a la
alimentación, solo a partir de la década de los noventa se registraron progresos sig-
nificativos en términos de su reconocimiento y aplicación práctica.

Convención sobre los Derechos
del Niño (1988)

Convención Americana sobre
Derechos Humanos – Pacto de
San José (1969)

Protocolo Facultativo a la Con-
vención Americana sobre Dere-
chos Humanos – Pacto de San
Salvador (1988)

Carta Africana de Derechos Hu-
manos y de los Pueblos (1981)

Carta Africana sobre los Dere-
chos y Bienestar de los Niños
(1990)

Protocolo a la Carta Africana
sobre Derechos Humanos y de
los Pueblos sobre las Mujeres
en África (2003)

Carta Social Europea (revisión)
(1996)

Convención relativa al Estatuto
de los Refugiados (1951)

Estatuto de Roma del Tribunal
Penal Internacional (1998)

Reconoce la vulnerabilidad de los niños y la necesidad
de asegurar la atención médica, cuidados sanitarios,
provisión de alimentos nutritivos, agua potable y edu-
cación. También reconoce la necesidad de proporcionar
asistencia material y programas de apoyo con respecto
a la nutrición, vestuario, vivienda, etc. (art. 24 y 27)

Refiere el derecho a la vida el cual está íntimamente re-
lacionado con el derecho a la alimentación (art. 4).  

Refiere de forma explícita el derecho a la alimentación
(art.12)

No reconoce explícitamente el derecho a la alimenta-
ción, pero sí el derecho a la salud (artículo 16), y la rea-
lización del derecho a la alimentación, al aceptar el
PIDESC (art. 60)

Refiere la necesidad de un suministro adecuado de ali-
mentos, incluyendo el agua potable (art. 14º)

Señala el derecho a la seguridad alimentaria y los dere-
chos de la mujer a la tierra, agua y a los medios nece-
sarios para producir y almacenar alimentos (art. 15)

No reconoce explícitamente el derecho a la alimenta-
ción, sino otros derechos relacionados, tales como el
derecho a una vida decente (art. 4) y el derecho a la
salud (art. 35), entre otros.

Estipula que los refugiados deben ser tratados como
nacionales en caso de racionamiento de distribución de
alimentos.

Define el genocidio y establece que los crímenes contra
la humanidad incluyen la negación del acceso a los ali-
mentos y que los crímenes de guerra incluyen la priva-
ción de alimentos de manera intencional contra civiles,
incluyendo el impedimento de la ayuda alimentaria.

Fuente: Instrumentos internacionales de derechos humanos 



El componente de la disponibilidad se refiere a la existencia de alimentos en can-
tidad y calidad suficiente, e incorpora los siguientes aspectos:

• Dietas adecuadas, es decir, se considera que la ingesta alimentaria debe sa-
tisfacer las necesidades de crecimiento y desarrollo físico y mental y estar de
acuerdo con las necesidades fisiológicas a lo largo del ciclo de vida (embarazo,
bebés, niños, jóvenes, adultos, ancianos), de acuerdo con el género (hombre y
mujer) y el tipo de ocupación.

• Libre de sustancias nocivas, es decir, se considera que los alimentos deben ser
seguros desde el punto de vista sanitario e higiénico.

• Aceptado culturalmente, es decir, se deben tener en cuenta los valores cul-
turales asociados con los alimentos y sus modos de consumo.

• Diferentes alternativas para la obtención de alimentos, ya sea por medio
de la producción y otros recursos naturales (autoconsumo) o bien por medio de
sistemas eficientes de procesamiento, distribución y comercialización.

El componente de la accesibilidad se refiere a cómo las personas tienen acceso a
los alimentos e incluye los siguientes aspectos:

• Acceso económico, es decir, todas las personas deben tener ingresos suficientes
para adquirir los alimentos necesarios para sí y sus familias, sin que los costes
de estos alimentos comprometan la satisfacción de otras necesidades básicas.

17

¿cómo se define el derecho a la alimentación?

La Cumbre Mundial sobre la Alimentación (Roma, 1996) fue un hito muy impor-
tante en la definición del DA y su posterior desarrollo. Los líderes mundiales,
además de afirmar su compromiso político con la erradicación del hambre, reco-
nocieron el DA y la necesidad de una mayor definición del mismo.

En 1999 el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de NNUU emi-
tió la Observación General Nº 12, en la que se explicaba en detalle la definición
y el contenido normativo de este derecho.

El contenido normativo del DA está delimitado por dos derechos inseparables:

• El derecho a estar libre del hambre: se destaca la alimentación como necesidad
básica de la vida, siendo considerada un requisito previo para la realización de
otros derechos humanos.

• El derecho a una alimentación adecuada: hace énfasis en la necesidad de una
alimentación adecuada, que está determinada por factores sociales, económi-
cos, culturales, ecológicos y se relaciona también con los resultados obtenidos
en otros ámbitos (educación, salud, saneamiento, vivienda, trabajo, etc.).

De hecho, se verifica que el DA se inicia con la lucha contra el hambre, pero no se
limita a ella, puesto que los seres humanos necesitan mucho más que simplemente
ver sus necesidades energéticas cubiertas. Por ello, la plena realización del derecho
a una alimentación adecuada incorpora tres componentes fundamentales: la dis-
ponibilidad, la accesibilidad y la sostenibilidad.
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comité de desc. derecho humano a una alimentación adecuada

El derecho a la alimentación adecuada se realiza cuando todo hombre, mujer, niño y

niña, solo o en comunidad con otros, tiene acceso físico y económico, de forma conti-

nuada, a una alimentación adecuada o a los medios necesarios para obtenerla.

Observación General Nº 12 (1999)

gráfico 1 – coMPonentes fundAMentAles del derecho 
A unA AliMentAción AdecuAdA

DISPONIBILIDAD

Alimentos de calidad y
en cantidad suficiente,

libres de substancias
nocivas y aceptables

culturalmente

SOSTENIBILIDAD 
Disponibilidad y acceso a los alimentos de forma continuada y sostenible 

ACCESIBILIDAD

Acceso físico para 
los más vulnerables 
y económico 
(ingresos suficientes)

Fuente: elaboración IEH 

DERECHO 
HUMANO 
A LA 

ALIMENTACIÓN 



1.3. lA iMPleMentAción del derecho A lA AliMentAción

La ratificación de los tratados internacionales sobre derechos humanos y el reco-
nocimiento constitucional son pasos fundamentales para la realización efectiva del
DA en cada contexto nacional. Sin embargo, el reconocimiento legal no es sufi-
ciente y es necesario llevar los derechos formales a su aplicación práctica.

¿Qué son las directrices Voluntarias sobre el derecho a la Alimentación?

Se trata de un instrumento práctico basado en los derechos humanos, dirigido a
todos los Estados miembro de la FAO –tengan o no firmado y ratificado el PIDESC–
para apoyar la realización efectiva del DA.

La realización de las Directrices Voluntarias tienen su origen en la II Cumbre Mun-
dial de la Alimentación de 2002, en la que, tras comprobar los limitados avances
en la reducción del hambre, se invitó al Consejo de la FAO a establecer un Grupo
de Trabajo Intergubernamental para elaborar unas directrices de aplicación volun-
taria con la finalidad de ofrecer orientación práctica a los Estados en sus esfuerzos
por alcanzar progresivamente el derecho a una alimentación adecuada. El proceso
de elaboración de estas directrices incluyó una amplia participación de los gobier-
nos nacionales, organizaciones internacionales, sociedad civil e instituciones
académicas. Tras un amplio proceso de consenso las Directrices Voluntarias fueron
aprobadas en noviembre de 2004.

Puesto que son de carácter voluntario, no establecen obligaciones vinculantes
(constituyen un mecanismo de “soft law”), pero se basan en el derecho interna-
cional. Se puede afirmar que, mientras la Observación General Nº 12 define y aclara
el contenido normativo del DA, las Directrices Voluntarias constituyen una orien-
tación política hacia la puesta en marcha del derecho. Los Estados y otros actores
deben seguir estas orientaciones para formular sus programas, estrategias, políti-
cas y leyes en el ámbito de la seguridad alimentaria y nutricional (SAN) y del DA.

En cuanto a su estructura las directrices se dividen en tres secciones principales:
• Sección I: contempla el prólogo y la introducción, incluyendo referencias a los

principales instrumentos jurídicos internacionales, las definiciones de SAN y DA
y el enfoque basado en derechos humanos.

• Sección II: contempla las 19 directrices (recuadro 6).
• Sección III: se centra en las medidas, compromisos y acciones internacionales.
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• Acceso físico, es decir, se considera que una alimentación adecuada debe ser
accesible a todas las personas, sin excepción, incluidos los grupos más vulne-
rables (niños, ancianos, mujeres, discapacitados, enfermos, víctimas de desas-
tres naturales, etc.).

El concepto de sostenibilidad significa que la disponibilidad y el acceso a los ali-
mentos deben garantizarse de manera continua, tanto para la generación actual
como para las generaciones futuras.

Los millones de personas que mueren de hambre o viven en condiciones de vulne-
rabilidad e inseguridad alimentaria en todo el mundo representan el fracaso de la
comunidad internacional para proteger y garantizar el derecho a no padecer ham-
bre y a una alimentación adecuada. Esto pone de manifiesto, sin lugar a dudas, uno
de los fallos más graves en la agenda para la realización de los derechos humanos.
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recuAdro 5 - factores clave que afectan al derecho a la alimentación

• Falta de disponibilidad y acceso a los alimentos (debido a los bajos ingresos familia-

res, a la falta de disponibilidad de alimentos en los mercados, a las debilidades en

los sistemas de abastecimiento, comercio, almacenamiento o redes de transporte, etc.)

• Dificultad de acceso a recursos (tierra, agua, semillas, insumos agrícolas, crédito, tec-

nología, etc.)

• Debilidad del estado de salud de las personas (en particular el VIH/SIDA, el paludismo,

la tuberculosis, etc.)

• Incapacidad de acceso o falta de servicios básicos (saneamiento, agua potable, de-

ficientes condiciones de vivienda e higiene en los hogares, etc.)

• Problemas macroeconómicos y sociales (bloqueos comerciales, debilidad de las po-

líticas agrícolas, comercio, transporte, desempleo, inestabilidad social, etc.)

• Desastres naturales y conflictos (inundaciones, sequías, terremotos, u otros, y tam-

bién las guerras y conflictos políticos y  étnicos)

Fuente: elaboración IEH 



¿cómo implementar el derecho a la alimentación en la práctica?

Basándose en las Directrices Voluntarias, la FAO ha identificado cinco áreas clave
de acción para apoyar los procesos de implantación nacional del DA:

• Cabildeo y capacitación. Es esencial tanto fortalecer las capacidades del Es-
tado y otros actores para cumplir con sus obligaciones (respetar, proteger, ga-
rantizar) como proporcionar a los titulares de los derechos las herramientas ne-
cesarias para reclamarlos y exigirlos. Esto se puede hacer a través de campañas
nacionales de promoción y sensibilización dirigidas a los poderes ejecutivos, par-
lamentarios, grupos vulnerables, etc.; actividades de información y capacitación
dirigidas al poder judicial, la sociedad civil, los medios de comunicación y el sec-
tor privado, entre otros.

• Legislación y acceso a la justicia. Es esencial incorporar el DA en la consti-
tución, así como ajustar la legislación nacional en consonancia con las obliga-
ciones de los tratados de derechos humanos relacionados con el DA. Es igual-
mente esencial crear y proporcionar mecanismos de exigibilidad para facilitar
el acceso a la justicia de los titulares de derechos. Esto se puede hacer a tra-
vés de la formulación de leyes específicas, del fortalecimiento de las institu-
ciones judiciales para intervenir en este derecho, de la creación de institucio-
nes extrajudiciales (relatores, comisiones nacionales de derechos humanos,
defensores del pueblo).

• Información y diagnóstico. Es fundamental conocer la situación real del país
y de los grupos vulnerables a fin de adoptar medidas adecuadas a las necesi-
dades específicas de cada contexto nacional. Esto se puede hacer mediante la
realización de diagnósticos de los grupos vulnerables y el análisis y revisión de
los marcos legales, institucionales y políticas públicas.

• Estrategia y coordinación. Es esencial desarrollar políticas, estrategias y pro-
gramas dirigidos a promover la SAN y el DA. Estas políticas se deben formular
y aplicar de manera coordinada entre los diferentes sectores y deben contar con
una amplia participación de todos los actores (gobierno, sociedad civil, sector
privado, organismos internacionales, donantes). Al respecto, se propone la
creación de mecanismos de diálogo para promover una mayor coordinación y
participación de todas las partes interesadas (consejos y comités nacionales de
SAN, oficinas para el DA, etc.)

• Seguimiento. Es crucial contar con mecanismos de seguimiento y vigilancia con-
tinua de la SAN y del DA a fin de comprender la evolución de los impactos (po-
sitivos y negativos) a lo largo del tiempo. Esto se debe hacer a través de meto-
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Las directrices complementan el marco normativo y jurídico del DA, proporcio-
nando opciones políticas concretas en términos legales, institucionales y de políticas
públicas -tanto nacionales como internacionales- para promover la realización del
DA. Las directrices son también una herramienta importante para llevar a cabo la
sensibilización, promoción y vigilancia por parte de la sociedad civil.
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recuadro 6. directrices Voluntarias para la realización progresiva del dA 
en el contexto de la seguridad alimentaria nacional (fAo, 2004)

Directriz 1

Directriz 2

Directriz 3

Directriz 4

Directriz 5

Directriz 6

Directriz 7

Directriz 8

Directriz 9

Directriz 10

Directriz 11

Directriz 12

Directriz 13

Directriz 14

Directriz 15

Directriz 16

Directriz 17

Directriz 18

Directriz 19

Democracia, buena gestión pública, derechos humanos y el estado de derecho

Políticas de desarrollo económico

Estrategias

Sistemas de mercado

Instituciones

Partes interesadas

Marco jurídico

Acceso a los recursos y bienes

Inocuidad de los alimentos y protección del consumidor

Nutrición

Educación y sensibilización

Recursos financieros nacionales

Apoyo a los grupos vulnerables

Redes de protección

Ayuda alimentaria internacional

Catástrofes naturales y provocadas por el hombre

Vigilancia, indicadores y puntos de referencia

Instituciones nacionales y derechos humanos

Dimensión internacional



humanos, en concreto, respetar, proteger y garantizar el DA. Sin embargo, todos
los sectores de la sociedad (individuos, familias, empresas, ONG, universidades,
etc.) son corresponsables en la promoción del DA (recuadro 8).
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dologías para identificar el grado de coherencia de las políticas públicas con el
DA, así como a través de la adopción de sistemas de indicadores orientados a
la SAN y el DA.

Además, la Unidad de Derecho a la Alimentación de la FAO propone un enfoque
de aplicación práctica del DA basado en siete etapas básicas (recuadro 7).

Tanto las cinco áreas de trabajo como el enfoque basado en siete etapas permiten
contar con propuestas sistemáticas de trabajo avaladas internacionalmente para la
puesta en práctica del DA. 

¿cuáles son los roles de los distintos actores?

Los signatarios de los acuerdos y tratados sobre derechos humanos son los Esta-
dos y son, por tanto, los que asumen las obligaciones relacionadas con los derechos
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recuAdro 7 - Pasos clave hacia la implementación del derecho 
a la alimentación

1. Identificar y caracterizar los grupos vulnerables y en situación de inseguridad ali-

mentaria.

2. Analizar los marcos legales, institucionales y de políticas públicas, así como los pre-

supuestos nacionales con relación a la SAN y el DA.

3. Desarrollar estrategias y políticas de SAN desde la perspectiva del DA que contem-

plen objetivos, metas e indicadores realistas, así como mecanismos de coordinación

y seguimiento.

4. Definir e implementar mecanismos para promover la participación de todos los ac-

tores (sociedad civil, sector privado, organismos internacionales, los donantes)

5. Integrar el DA en la legislación nacional a fin de responsabilizar al Estado y otros ac-

tores.

6. Establecer mecanismos de seguimiento de las políticas con relación a la SAN y la

realización progresiva del DA.

7. Establecer mecanismos judiciales, cuasi judiciales y administrativos para facilitar el ac-

ceso a la justicia y la exigibilidad del DA.

Fuente: adaptado de FAO (2006) 

Estado e
instituciones
públicas

Sociedad civil

Organizaciones
internacionales

- Legisladores (asambleas
nacionales, parlamentos)

- Decisores políticos
(gobierno, ministerios,
administración pública)

- Abogados, jueces y fiscales

- ONG

- Redes de la sociedad civil

- Movimientos sociales

- Organizaciones y
asociaciones de base
comunitaria

- Donantes e instituciones
de financiamiento

- Agencias de cooperación y
desarrollo

- Naciones Unidas

- Ratificar los tratados e integrarlos 
en la legislación nacional

- Realizar diagnósticos sobre el DA

- Formular e implementar políticas
púbicas

- Asignar recursos públicos del
presupuesto nacional

- Establecer mecanismos de exigibilidad
y justiciabilidad

- Realizar campañas y acciones de
cabildeo

- Realizar acciones de sensibilización 
e información

- Participar en el diálogo político
(incluyendo la formulación,
implementación y seguimiento 
de las políticas)

- Promover diagnósticos sobre el DA

- Denunciar violaciones del DA

- Acompañar los procesos judiciales 
y comunicar

- Proporcionar asistencia técnica y
financiera

- Apoyar procesos nacionales de
construcción de capacidades

- Promover y participar en el diálogo 
de políticas nacionales 
e internacionales

Fuente: FAO (2009b)

PrinciPAlEs rolEsPrinciPAlEs intErviniEntEstiPo dE Actor

recuAdro 8 - Principales actores y sus roles con relación 
al derecho a la alimentación



De forma más específica, la Observación General nº 12 establece tres tipos de obli-
gaciones de los Estados para la realización del DA:

• Obligación de respetar. Significa que los Estados no pueden adoptar de ma-
nera arbitraria medidas que resulten en la privación del acceso de la población
a los alimentos. Por ejemplo, un gobierno no puede confiscar tierras a los cam-
pesinos o a las poblaciones indígenas, no debe permitir  que sea contaminada
el agua que utilizan para la irrigación de sus campos, ni desviar el agua utilizada
para la agricultura en zonas con déficit de alimentos. Tampoco debe compro-
meterse en políticas económicas que llevarán a pérdidas de empleo masivas o
a pérdidas de poder adquisitivo en grupos de mayor vulnerabilidad. Los Estados
deben ofrecer siempre una alternativa viable y una compensación adecuada a
las personas a las que se limita el acceso a una alimentación adecuada.

• Obligación de proteger. Significa que los Estados deben asegurar que otros
estados, empresas o particulares no violen este derecho privando a las perso-
nas del acceso a los alimentos. Por ejemplo, antes de expedir permisos o con-
cesiones para una actividad industrial como la explotación maderera, el Estado
debe asegurarse de que dichas actividades no repercutirán en limitar el acceso
a los alimentos o a los medios de vida de las poblaciones afectadas. Significa que
los derechos territoriales de los campesinos o de los pueblos indígenas deben
ser protegidos, el salario mínimo debe estar garantizado, incluso en las empre-
sas privadas, y las mujeres no deben ser discriminadas en materia de empleo o
de derechos de propiedad. 

• Obligación de realizar. Significa que los Estados deben participar de manera
activa (facilitar) en la definición de políticas públicas para garantizar el DA, ase-
gurando que la población tenga acceso a los recursos y medios adecuados de
subsistencia. Además, cuando un individuo o un grupo de individuos no tiene
los medios ni recursos necesarios para obtener los alimentos necesarios, el Es-
tado  tiene la obligación de garantizar (hacer efectivo) el DA, es decir, ofrecer
una ayuda directa. 

- Facilitar el derecho significa, por ejemplo, ayudar a los campesinos para
que aumenten su productividad, facilitar el acceso de los más pobres a los
créditos, difundir los principios de educación nutricional para que los más
necesitados utilicen los recursos que tienen a su disposición de la mejor
manera y que, por ejemplo, se facilite la lactancia materna, iniciar una
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1.4. iMPlicAciones del dA: obligAciones, ViolAciones 
y justiciAbilidAd

¿cuáles son las obligaciones de los estados?

De acuerdo con la legislación internacional, los individuos son los titulares de los
derechos humanos y los Estados son los titulares de obligaciones. Con respecto a
los derechos económicos, sociales y culturales, el PIDESC establece los tipos de obli-
gaciones de los Estados (artículos 2º y 11º), los cuales se detallan en la Observación
General nº 3, emitida en 1990 por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales. Algunas medidas son de carácter inmediato, mientras que otras son de
más largo plazo y se lograrán de forma progresiva.

• Obligación de adoptar medidas con los máximos recursos disponibles: los
Estados deben adoptar todas las medidas y poner los recursos disponibles (le-
yes, políticas, medidas administrativas, económicas, sociales, etc.) para la reali-
zación del DA. Incluso cuando los Estados no cuenten con los recursos necesa-
rios, se considera una obligación la búsqueda de recursos para asegurar la
realización de este derecho.

• Obligación de garantizar el derecho a estar libre del hambre: significa que
los Estados deben asignar recursos y tomar medidas para garantizar una mínima
subsistencia alimentaria a toda la población. También deben demostrar que han
realizado todos los esfuerzos necesarios para satisfacer de manera prioritaria esa
mínima subsistencia. Esta obligación no está sujeta a la realización progresiva
y por lo tanto se debe poner en marcha inmediatamente.

• Obligación de no discriminación: significa que los Estados tienen la obliga-
ción de garantizar el DA sin discriminación alguna en la aplicación de legislación
y de programas de alimentación.

• Obligación de no regresión: significa que los Estados no pueden permitir un
deterioro de los niveles de realización del DA, a no ser que sea en situaciones
debidamente justificadas.

• Obligación de cooperar internacionalmente: los Estados tienen la obligación
de adoptar medidas de cooperación y asistencia internacional (técnica, finan-
ciera, etc.) a otros países con el fin de garantizar el DA. Dicha asistencia debe
ser coherente con los derechos humanos.
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reforma agraria para redistribuir las tierras que están repartidas de manera
desigual, facilitar la creación de empleos que garanticen un nivel de vida
digno, construir carreteras para facilitar el transporte de mercancías y el
acceso a los mercados locales, mejorar la irrigación e incluso apoyar la eco-
nomía familiar. 

- La obligación de hacer efectivo –el último recurso cuando los esfuerzos del
gobierno por respetar, proteger y facilitar el derecho han resultado insufi-
cientes– incluye acciones tales como los programas de transferencias de
efectivo (cuando los alimentos pueden procurarse en los mercados locales) o
la ayuda alimentaria.

¿Qué significa la violación del derecho a la alimentación?

Cuando un Estado no cumple con sus obligaciones en materia de derechos huma-
nos se produce una violación de derechos. Las violaciones del DA pueden
producirse de dos maneras:

• Directa: cuando un Estado (u otra entidad) adopta una determinada conducta
o iniciativa que resulta en una interferencia en la realización del DA. Por ejem-
plo, la expulsión deliberada de los campesinos de sus tierras tradicionales limi-
tando su capacidad de producción de alimentos.

• Por omisión: cuando un Estado se niega o no pone en marcha las medidas ne-
cesarias para garantizar el DA. Por ejemplo, no asignar recursos para un pro-
grama de alimentación escolar o no poner en marcha medidas que garanticen
el acceso a los servicios de salud.
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recuAdro 9 - ejemplos de violaciones del derecho a la alimentación

En Uganda, en 2001, el gobierno expulsó por la fuerza a 392 familias campesinas de
sus tierras en Mubende. La tierra fue entregada a una compañía de café alemana con
el fin de que su filial local (Kaweri Coffee Plantation, Ltd.) estableciera una plantación
de café. A pesar de años de intensa lucha, el proceso de recuperación de la tierra y la
propiedad continúa enfrentando atrasos y grandes obstáculos. En este caso el Gobierno
de Uganda no respetó el derecho a la alimentación de las poblaciones campesinas de
Mubende.

En la India, entre 1998 y 1999 se estableció una planta de Coca Cola en Plachimada,
en el distrito de Palakkad. La compañía construyó 65 pozos, de los que extraía más de
un millón y medio de litros de agua diariamente. La intensiva extracción de agua pro-
dujo la disminución de las reservas subterráneas. Al secarse los pozos, la vida de los
habitantes del área se vio gravemente afectada. Los/as campesinos/as de las plantacio-
nes de arroz no podían bombear suficiente agua para regar sus campos, lo que produjo
una disminución de la cosecha. Asimismo, las aguas subterráneas sufrieron una fuerte
contaminación y la salinidad y dureza del agua aumentaron. Se encontraron niveles ele-
vados de calcio y magnesio, que convirtieron el agua en no apta para el consumo
humano ni para la irrigación. En 2003, una asamblea popular decidió cancelar la licen-
cia otorgada a la planta y la Corte Suprema ordenó que la decisión adoptada se hiciera
efectiva. Tras algunas manifestaciones para solicitar a la Junta de Aguas de Kerala que
tomara las medidas necesarias, el Tribunal Supremo de Kerala ordenó a Coca Cola
encontrar recursos hídricos alternativos para la unidad de embotellado de Plachimada.

En Brasil, en 2006, 45 personas fallecieron y 300 fueron afectadas debido a un brote
de beriberi. Esta enfermedad surgió como resultado de un proceso crónico de alimen-
tación inadecuada. Hay indicios claros de que la epidemia se debió a problemas
estructurales causados por el modelo de desarrollo de la región, el cual provocaba la
exclusión social. Las medidas del Gobierno fueron claramente insuficientes, puesto que
se limitaron a medidas paliativas (distribución de medicamentos, educación alimentaria,
distribución de canastas de alimentos). Esto constituye una clara violación del derecho
a la alimentación por omisión.

Fuente: FIAN (www.fian.org)



En el caso de no poder revertir la situación de violación del DA o reparar los daños
a nacionales, la reciente aprobación del Protocolo Facultativo para los Derechos
Económicos Sociales y Culturales abre la posibilidad de recurrir al sistema interna-
cional de derechos humanos (recuadro 11).
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¿Qué tipo de mecanismos de exigibilidad /justiciabilidad existen?

Considerar un derecho económico, social o cultural como derecho es posible úni-
camente si el titular de derechos puede demandar una sentencia que imponga el
cumplimiento de la obligación que constituye el objeto de su derecho. La realiza-
ción efectiva de los derechos humanos presupone que sus titulares puedan exigir
al Estado la garantía de sus derechos y los Estados tengan la obligación de crear y
proporcionar mecanismos para este fin. La exigibilidad consiste en la posibilidad
de exigir el respeto, protección y garantía del DA ante los organismos públicos. Los
mecanismos de reclamación deben estar disponibles en el poder legislativo, ejecu-
tivo y judicial, y accesibles tanto local, nacional, como internacionalmente.

En el ámbito nacional, los mecanismos de exigibilidad se pueden dividir en los
siguientes tipos:

• Mecanismos administrativos. Se refieren a la posibilidad de exigir este dere-
cho a los órganos de la administración pública relacionada con la promoción del
mismo (pueden ser los municipios, los servicios de agricultura, puestos de sa-
lud, escuelas, etc.)

• Mecanismos políticos. Se refieren a la posibilidad de exigir de los agentes po-
líticos las medidas más apropiadas y eficaces para la realización del DA (políti-
cas y leyes, revisión de estrategias, etc.) Es esencial la existencia de instrumen-
tos y espacios que promuevan el diálogo político y la participación social.

• Mecanismos extrajudiciales. Se refieren a la posibilidad de exigir la realización
del derecho ante los órganos que, aunque no pertenecen al sistema judicial, pue-
den promover la respuesta judicial (por ejemplo, ministerio público, organismos
de derechos humanos, defensoría del pueblo, etc.)

• Mecanismos judiciales. Se refieren a la posibilidad de exigir el DA ante los
tribunales.
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recuAdro 10 - ejemplos de mecanismos de exigibilidad del derecho 
a la alimentación

Algunos ejemplos de mecanismos extrajudiciales por medio de los cuales se pueden

presentar denuncias por violación son la Oficina de Protección Ciudadana de Haití o
la Comisión Nacional de Derechos Humanos de Nigeria y la India.

Los Consejos de Seguridad Alimentaria y Nutricional que existen en varios países,
como El Salvador, Brasil y Malawi, son ejemplos de mecanismos políticos para reclamar

el DA. Estos consejos cuentan con participación del poder político (ministerios) y de la

sociedad civil. Son espacios para el diálogo y la negociación política donde se puede

exigir a los responsables políticos  adoptar medidas relativas al DA.

Fuente: IEH (2009)

recuAdro 11 - el Protocolo facultativo para los derechos económicos,
sociales y culturales

Durante décadas los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) no contaron con

un protocolo facultativo que permitiera mecanismos de denuncia similares a los de otros

Pactos como el PIDCP o el Pacto para la eliminación de todas las formas de discrimina-

ción racial. En diciembre de 2008, se aprobó el Protocolo Facultativo para los DESC.

Este Protocolo reconoce la competencia del Comité para los DESC para considerar las

denuncias presentadas por individuos o grupos que exigen el cumplimiento de los dere-

chos amparados en el PIDESC. Los demandantes pueden presentar esta denuncia una

vez utilizados todos los medios disponibles de denuncia nacionales; no se permiten las

denuncias sobre acciones ocurridas con anterioridad a la firma del Protocolo opcional

por parte del país denunciado.

Este Protocolo incluye un mecanismo de investigación de las denuncias por parte del

Comité DESC. Hasta marzo de 2012 el Protocolo Facultativo ha sido ratificado por 8

países (Argentina, Bolivia, Bosnia Herzegovina, Ecuador, El Salvador, Eslovaquia, España

y Mongolia) y entrará en vigor una vez haya sido ratificado por 10 países2.

2. Ver: http://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV-3-a&chapter=4&lang=en



¿Qué otro tipo de mecanismos internacionales existen 
para el seguimiento del dA?

En el ámbito internacional se pueden utilizar diferentes mecanismos para dar segui-
miento a la realización del DA. Los principales son: la presentación de informes
nacionales y el sistema de investigación.

El sistema de información a través de informes se trata de una obligación de los
Estados que han ratificado el PIDESC, los cuales se comprometen a presentar infor-
mes periódicos (cada cuatro o cinco años) a los distintos órganos de control
(Comités de las Naciones Unidas) para su seguimiento; son los exámenes públicos
universales (EPU). Estos informes son examinados por las estructuras pertinentes y
pueden estar sujetos a observaciones y recomendaciones sobre cómo se está lle-
vando a cabo la realización de los derechos.

En cuanto a las investigaciones, son iniciativas emprendidas por las figuras de los
Relatores Especiales de Naciones Unidas (entre ellos, el relator especial para el dere-
cho a la alimentación), que tienen el mandato de llevar a cabo misiones a los
Estados para investigar situaciones específicas relacionadas con los derechos huma-
nos y plantear recomendaciones. Olivier de Schutter es el actual relator de NNUU
para el DA. Los informes de sus misiones están disponibles en www.srfood.org 
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recuAdro 12 - ejemplos de justiciabilidad del derecho a la alimentación

En 1996, en Suiza, tres hermanos -refugiados apátridas de origen checo- se encon-
traban en el país sin dinero ni comida y recurrieron al Tribunal Federal de Suiza para

denunciar la  violación de su derecho a ser asistidos, incluyendo el DA. No podían tra-

bajar porque no tenían permiso de trabajo y no podían salir del país porque no tenían

documentación. Se dirigieron directamente a la corte la cual reconoció, por primera

vez, su derecho a condiciones mínimas de existencia, incluyendo "la garantía de todas

las necesidades humanas básicas tales como alimentación, vivienda, vestuario" a fin

de evitar "un estado de mendicidad indigno de la condición humana". Actualmente,

el DA está reconocido por la Constitución de Suiza como un derecho fundamental.

En 2000, en Sudáfrica, un municipio fue requerido por la Corte Provincial para pro-
porcionar condiciones dignas de vivienda y agua potable a las comunidades locales

que vivían en condiciones deplorables. Otro caso se refiere a unas comunidades de

pescadores que recibieron la prohibición de acceder a una zona de pesca artesanal por

una nueva ley de pesca. Con el apoyo de una organización de derechos humanos estas

comunidades recurrieron a los tribunales por la violación del DA y esperan una decisión.

En este momento la Constitución de Sudáfrica reconoce el DA.

En el año 2001, en la India, numerosas comunidades locales estaban muriendo de
hambre a pesar de que existían stocks públicos de alimentos que no estaban siendo

utilizados. Una organización no gubernamental de protección de los derechos huma-

nos interpuso un recurso ante el Tribunal Supremo reclamando el DA. Jueces del

Tribunal Supremo visitaron las comunidades y decidieron darles la razón. Entre las

muchas decisiones, ordenaron la revisión de la gestión de las reservas públicas de ali-

mentos, distribución de alimentos en las escuelas, así como pensiones de alimentos.

En Guatemala la mina de oro Marlin ha tenido un impacto muy negativo en la segu-
ridad alimentaria de las comunidades indígenas locales: las operaciones de minería

utilizaban grandes cantidades de agua y contaminaban las reservas de agua restantes.

Los efectos fueron muy perjudiciales ya que, por una parte, disminuyó el acceso al agua

para el consumo y para la agricultura,  y por otra,  las aguas contaminadas deteriora-

ron el estado de salud de la población local (se registraron niveles tóxicos de metales

pesados en sangre y orina). Este hecho constituye una violación del derecho al agua y

del DA. En 2010 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos adoptó medidas

cautelares a favor de los miembros de 18 comunidades indígenas de Tierras Altas del

Oeste guatemalteco. Estas medidas incluyeron la suspensión temporal de las activida-

des de la mina Marlin operadas por la corporación canadiense Goldcorp.

En Colombia, en 1997, la comunidad de Las Pavas ocupó pacíficamente tierras aban-
donadas para cultivo propio y comenzaron a tramitar la formalización de tenencia de

recuAdro 12 (continuación)

la tierra. En 2009 fueron desalojados por la policía  ante la solicitud de dos compañías

productoras de aceite de palma. Sin ningún medio de subsistencia alternativo, las fami-

lias persistieron en su lucha para formalizar su posesión de estas tierras. La comunidad

sufrió el acoso en repetidas ocasiones, incluyendo desalojos forzosos, ataques por parte

de grupos paramilitares y la destrucción de sus cultivos y alimentos. Poco después se

organizaron en una asociación y presentaron una serie de denuncias en las que solici-

taban la revocación de la decisión judicial que ordenó su desalojo en 2009. En mayo de

2011, la Corte Constitucional de Colombia encontró que las acciones que llevaron al

desalojo forzoso de las familias de Las Pavas fueron ilegales y ordenó una reevaluación

de la cuestión de la posesión de las tierras. Dado que la revaloración se realizará legal-

mente, la comunidad campesina por fin verá otorgado su derecho a las tierras y se

garantizarán los medios para su alimentación.

Fuente: IEH (2009)
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capié en alcanzar una buena gobernanza de la seguridad alimentaria y nutricional
mediante la participación activa de todos los interesados en la elaboración de polí-
ticas, la transparencia de las administraciones públicas y de las acciones de
desarrollo y la garantía, mediante un marco jurídico independiente, de que las per-
sonas dispongan de los medios para reclamar la falta de acceso a una alimentación
adecuada.

La integración del DA en los proyectos de las ONGD puede abarcar diferentes ámbi-
tos en función del compromiso político y técnico que las organizaciones quieran y
puedan priorizar. Dichas intervenciones podrán constituir un proyecto per se o con-
formarse como parte complementaria de proyectos de mayor envergadura en los
que es necesario incluir un componente específico orientado a respetar, proteger
o facilitar el DA. Con frecuencia, el objetivo final es empoderar a los titulares de
derechos para reclamar sus derechos y sensibilizar a los titulares de obligaciones
para que respeten, protejan y hagan efectivo el DA.

Este capítulo constituye la parte central de la guía. Comienza con una clasificación
de proyectos y acciones en las que se aplica el enfoque de DA. A continuación se
aborda el tema principal de la guía, es decir, la aplicación práctica de DA en un pro-
yecto de SAN, a través de las diferentes fases del ciclo de proyecto.

2.1. tiPologíA de ActuAciones PArA lA incorPorAción del dA 
en Proyectos de desArrollo

En esta sección se plantea una tipología de proyectos y acciones en las que se aplica
de manera práctica el derecho a la alimentación y que sirven  de ejemplo para
orientar el diseño y formulación de iniciativas que se puedan derivar de la aplica-
ción de esta guía. Se ha incluido una referencia final a la importancia del trabajo en
red en las acciones para promover la realización del derecho a la alimentación.

Existen varios tipos de intervenciones en las que se aborda el DA:

• Acciones de denuncia para evidenciar violaciones y reclamar el DA
• Acciones de incidencia política dirigidas a generar conciencia del DA en los/as

tomadores/as de decisión
• Acciones para fortalecer capacidades en la aplicación del DA. 
• Acciones para apoyar la regulación del DA
• Acciones para mejorar la SAN con enfoque de derechos.

La integración del enfoque de derechos en proyectos de desarrollo continúa siendo
un gran reto. Para muchos, los derechos humanos, en especial los DESC, son nor-
mas abstractas que son negociadas internacionalmente en conferencias de alto
nivel, que quedan en el ámbito de “lo normativo” y que tienen escasas repercu-
siones prácticas. 

Sin embargo, la experiencia demuestra que cuando el enfoque de derechos huma-
nos no es un mero discurso impuesto sino que es adoptado por los actores sociales
como un proyecto propio, contribuye de manera decisiva a fortalecer la organiza-
ción y articulación de la sociedad civil, lo que repercute en una mayor eficacia de
las acciones de desarrollo y sostenibilidad de sus resultados. Aunque los procesos
son lentos, en los últimos años se han podido observar claros avances en la apro-
piación y aplicación del enfoque de derechos humanos por parte de la sociedad
civil. La mayoría de los proyectos tienen una característica común: los grupos y
organizaciones que solían ser los destinatarios de acciones de desarrollo participan
ahora de manera activa para crear las condiciones necesarias para el desarrollo.
Esto conlleva otra importante consecuencia: el enfoque de derechos humanos pro-
mueve casi de manera automática el desarrollo de la democracia puesto que
fortalece a actores cuyas voces no habían sido oídas hasta el momento en el pro-
ceso social de negociación de intereses.

En particular, en el caso del DA, los proyectos de desarrollo enfatizan la responsa-
bilidad de los titulares de obligaciones ante los titulares de derechos para enfrentar
las situaciones de inseguridad alimentaria. Estas iniciativas hacen un especial hin-

El derecho a la alimentación 
en los proyectos de desarrollo
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implicaciones para las ongd que quieran iniciar este tipo de acciones

En la mayoría de los Estados, aunque exista un planteamiento político y normativo
favorable al DA, los gobiernos se resisten a que se les exijan responsabilidades deri-
vadas de la aceptación de ese derecho. Los gobiernos prefieren adoptar políticas de
acuerdo a sus propios intereses, frecuentemente  no reguladas por los derechos
humanos.

La ONGD debe también procurar trabajar con instituciones de la sociedad civil com-
prometidas y con capacidad de desarrollar estrategias efectivas que lleven a los
gobiernos a responsabilizarse cada día más de la implementación de todas las polí-
ticas desde una perspectiva basada en los derechos.

Es bastante probable que las ONGD que quieran iniciar este tipo de acción encuen-
tren resistencia por parte de los gobiernos por lo que la información que utilicen
sobre los hechos que se van a denunciar debe ser verificada y contrastada, trans-
parente y fiable. Dicha resistencia se puede traducir en presiones políticas hacia la
ONGD para tratar de amortiguar el impacto de las actuaciones de la sociedad civil
e incluso en presiones sobre el personal directivo y técnico. En este sentido es
importante trabajar desde un enfoque de red de organizaciones en el cual las res-
puestas de la sociedad civil son mancomunadas y expresadas como colectivo,
evitando de esta manera que la presión política vaya dirigida hacia organizaciones
e individuos concretos.  

La aplicación de un enfoque de derechos requerirá fortalecer ciertas capacidades en
las ONGD.  Más que habilidades técnicas, se necesitarán habilidades políticas y de
negociación, lo que requerirá de un programa de fortalecimiento de capacidades
y de la contratación de personal que cuente con esas habilidades.

Acciones de denuncia para evidenciar violaciones y reclamar el derecho 
a la alimentación

Este tipo de proyectos o acciones requieren de un alto compromiso político por
parte de las instituciones que los llevan a cabo puesto que se trata de identificar y
reclamar situaciones en las que el Estado no cumple con sus obligaciones en mate-
ria de derechos humanos produciéndose una  violación de derechos. 

En general, estos proyectos suelen constar de varias etapas y se deben realizar con-
juntamente con los titulares de los derechos que han sido violados: 

• En la primera etapa se trabaja con los titulares de derechos para que conozcan
sus derechos y lo que esto implica en relación con las obligaciones que tiene el
Estado. 

• En la segunda se identifican las violaciones y se analizan las causas de las mis-
mas, se elaboran documentos de denuncia para evidenciar y dar visibilidad a di-
chas violaciones, tanto nacional como internacionalmente, persuadiendo a los
gobiernos para que cumplan con sus compromisos con los derechos humanos. 

• La tercera etapa consiste en prestar asesoría jurídica y de derechos humanos para
que, además de conocer el contenido normativo del DA y las obligaciones del
Estado frente a la situación en la que viven, conozcan los caminos de exigibili-
dad y justiciabilidad del DA que les permite el sistema administrativo, legal y ju-
dicial en su país. 

• La última etapa es la más compleja puesto que trata de lograr que las pobla-
ciones exijan sus derechos de manera efectiva y generar las condiciones para po-
der ejercer realmente presión sobre el Estado.

Podemos ilustrar este tipo de acciones con el ejemplo del proyecto IFSN “Interna-
tional Food Security Network”, promovido por las ONG ActionAid y Ayuda en
Acción, que cuenta con un componente importante de desarrollo de capacidades
sobre el DA y su justiciabilidad. Este componente se centra en la identificación,
análisis y seguimiento de casos de violaciones del DA en varios países durante un
período de tres años. El objetivo es formar a las organizaciones de la sociedad civil
en esta área para que en el futuro puedan llevar a cabo las acciones de denuncia
sin necesidad de apoyo externo. Este programa de formación es coordinado por
FIAN “Food International Action Network”, una de las organizaciones con mayor
reputación en la denuncia de violaciones del DA3. 

3. Ver algunos de los casos de denuncias en su web: http://www.fian.org/casos/acciones-urgentes



implicaciones para la ong que promueve este tipo de acciones

Para lograr incidencia política se requiere contar con fuertes anclajes políticos e ins-
titucionales por parte de las ONGD o bien de capacidades para la coordinación
entre organizaciones de la sociedad civil para articular mensajes que permeen en
la clase política y en las administraciones públicas. Mientras en los directivos se
deben buscar esas habilidades de abogacía, incidencia y coordinación, técnica-
mente es importante contar con recursos humanos y económicos para acometer
acciones de sensibilización y comunicación capaces de adaptar el mensaje a cada
uno de los receptores.

Un instrumento práctico y eficaz para las acciones de incidencia es la “Guía de inci-
dencia política para el derecho a la alimentación”5 publicada por la campaña

41

Acciones de incidencia política dirigidas a generar conciencia del dA en
tomadores de decisión

Estas acciones pretenden involucrar a los tomadores de decisiones que desarrollan los
marcos políticos, institucionales y legales, definiendo el papel de las administraciones
públicas y los presupuestos. Tienen por tanto influencia en las agendas políticas nacio-
nales y regionales, en la lucha contra el hambre y en hacer de la seguridad alimentaria
un asunto estratégico de la actividad política y legislativa, promoviendo el estableci-
miento de marcos institucionales favorables a la realización plena del DA.

Un ejemplo de este tipo de acciones es la creación del Frente Parlamentario contra
el Hambre (FPH) en América Latina y el Caribe. El Frente Parlamentario está com-
puesto por un conjunto de parlamentarios de diferentes congresos nacionales y
regionales comprometidos con la lucha contra la desnutrición y la construcción de
una institucionalidad sólida para el DA. El FPH pretende situar a la SAN en el más
alto nivel de las agendas políticas de la región, contribuyendo al establecimiento
de marcos institucionales favorables a la realización del DA.

Un ejemplo exitoso es la Iniciativa contra la Desnutrición Infantil en Perú4 (recua-
dro 13).
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4. Más información sobre esta iniciativa en http://www.iniciativacontradesnutricion.org.pe/
5. Para acceder a la Guía de Incidencia:

http://www.derechoalimentacion.org/webkwderecho/materiales/detallematerial.asp?campanumaterid=18

recuAdro 13 - incidencia política de ongd a través de la iniciativa
contra la desnutrición infantil en Perú

La Iniciativa contra la Desnutrición Infantil fue creada en 2006 para acompañar los

esfuerzos del Gobierno de Perú en reducir la malnutrición, promoviendo políticas ade-

cuadas a través de diferentes sectores como la salud, la educación, la vivienda y las

finanzas públicas.

Esta iniciativa es una coalición integrada por diferentes agencias, ONGD y donantes,

entre los que figuran Acción contra el Hambre, ADRA, CARE, CARITAS, Plan Interna-

cional, Instituto para la Investigación Nutricional, UNICEF, UNFPA, OPS, FAO, PMA y

USAID, que trabaja en el contexto de la Mesa de Concertación para la Lucha contra la

Pobreza (MCLCP). Desde su creación estuvo centrada en lograr un enfoque común

entre varias organizaciones para luchar contra la malnutrición superando la fragmen-

tación de los múltiples sectores de gobierno involucrados, asegurando que las acciones

de gobierno alcancen a las personas más vulnerables.

La incidencia sobre las autoridades gubernamentales es una de las acciones  en las que

esta iniciativa ha sido más eficaz. En 2006 esta red de organizaciones lanzó una cam-

paña suscrita por 10 candidatos presidenciales para que la lucha contra la malnutrición

fuera considerada una prioridad  y así poder reducir la desnutrición crónica en un 5%

en niños por debajo de los 5 años en un periodo de 5 años 

Esta coalición también ha tenido un papel fundamental en el seguimiento del progreso

en reducir la malnutrición y en lograr un apoyo a largo plazo que trascienda la dura-

ción de la legislatura política mediante la promoción de este compromiso con la

malnutrición con líderes políticos regionales. 

Fuente: elaboración IEH basado en Mejía (2011)

“Derecho a la alimentación. URGENTE”, cuyo objetivo es facilitar la labor de inciden-
cia en los temas relacionados con el DA en el ámbito jurídico, político y social para
todos aquellos que pretenden lograr que el DA sea reconocido en todos los países.

Acciones para fortalecer las capacidades en la aplicación del derecho 
a la alimentación

Tanto la identificación y denuncia de las violaciones del DA como la generación de
conciencia en tomadores de decisión necesitan ir acompañadas del fortalecimiento
de las capacidades para lograr la aplicación efectiva del DA. Por ejemplo, se trata
de acciones dirigidas a:



• Lograr una mayor calidad en la participación y empoderamiento de organiza-
ciones sociales. 

• Orientar los proyectos de las organizaciones de Naciones Unidas tomando
como punto de partida las responsabilidades de los tomadores de decisión.

• Mejorar el conocimiento de las instituciones y funcionarios públicos para res-
ponder a las demandas de la ciudadanía desde un enfoque de respeto, pro-
tección y garantía de los derechos asumidos.

• Incorporar desde las universidades este enfoque en los estudios relacionados
con el desarrollo.

En definitiva, se trata de reforzar la capacidad de los titulares de obligaciones para
cumplir con la aplicación progresiva del DA y de apoyar al mismo tiempo a las
comunidades y los titulares de derechos para dotarse de los medios y capacidades
necesarias para exigir responsabilidades de manera legítima. 

implicaciones para la ongd

Fortalecer las capacidades a diferentes niveles requiere contar con un personal con
conocimientos técnicos sólidos en relación al contenido del DA y también con cierta
experiencia en la aplicación del DA. Para las ONGD que pretenden la inclusión del
DA en sus estrategias y actuaciones implica conocer en la práctica ejemplos en los
que se hayan logrado cambios relevantes, a través de la consulta con organizacio-
nes que ya han aplicado este enfoque con anterioridad. Para evitar cambios
profundos en las metodologías que se vienen empleando, las ONGD podrán orien-
tar sus estrategias conforme a las experiencias ya avanzadas por otras instituciones.
En este sentido, es muy enriquecedor participar en jornadas de reflexión con ONGD
que van por delante en la aplicación del DA para conocer las fortalezas y limita-
ciones de la aplicación este enfoque. Se sugiere también poner en marcha un
programa de formación específico dirigido a cuadros directivos y técnicos para el
desarrollo de capacidades sobre la aplicación práctica del DA.

Tanto el portal del derecho a la alimentación como el Centro del Conocimiento del
sitio web de la FAO sobre el derecho a la alimentación proporcionan numerosos
recursos y herramientas, así como cursos que pueden ser de gran utilidad para el
fortalecimiento de capacidades.

Acciones para apoyar la regulación del derecho a la alimentación

La realización del DA requiere del desarrollo de marcos legales específicos que
amparen este derecho, ya sea a través de la aprobación de leyes marco del DA,
soberanía alimentaria o seguridad alimentaria en las que se describan las implica-
ciones de adoptar este enfoque de derechos, ya sea a través de leyes sectoriales
más concretas y específicas que amparen determinadas directrices del DA (ley de
reforma agraria, leyes de tierra, agua, normativas de biodiversidad, etc.)

Las ONGD pueden tener un papel muy importante en el diseño y desarrollo de estas
leyes, tanto desde la incidencia para su formulación Gubernamental, como la crea-
ción de espacios para su definición de manera participativa, hasta promover acciones
para lograr su implementación y realizar el seguimiento de la aplicación de dichas
leyes. En el recuadro 14 se resume la experiencia de varias ONGD, con el apoyo de
Acción contra el Hambre, en el proceso de diseño y aprobación del anteproyecto
de ley marco de soberanía alimentaria, SAN y DA en Paraguay.
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El trabajo de las ONGD en las comunidades tiene un papel clave en el apoyo a ini-
ciativas que refuerzan la aplicación del DA para prevenir posibles violaciones y
evitarlas, promoviendo la negociación en situaciones de conflicto de intereses, ya
sea con instituciones del gobierno, empresas privadas o individuos.

implicaciones para la ongd de cara a apoyar la regulación del dA

• Contar con recursos humanos preparados para promover procesos de negocia-
ción y elaborar / comentar / influir sobre los contenidos legales de las normativas.

• Dimensionar las acciones de incidencia que deben acompañar la aprobación
de la ley en diferentes ámbitos de las instituciones del Estado: institucional-
técnico (ministerios), político (parlamento), social (organizaciones sociedad ci-
vil, organizaciones empresariales).

• Prever el acompañamiento necesario para su implementación  una vez que las
leyes han sido aprobadas para evitar que se conviertan en papel mojado. 

Acciones para mejorar la seguridad alimentaria y nutricional con enfoque
de derechos

Desde hace varias décadas, en el ámbito de la cooperación al desarrollo, han exis-
tido iniciativas de lucha contra el hambre con enfoques y estrategias muy diversas:
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recuAdro 14 - Anteproyecto de ley marco de soberanía, seguridad alimentaria 
y nutricional y derecho a la alimentación en Paraguay. Acción contra el hambre

Desde el año 2007, Acción contra el Hambre ha estado impulsando en Paraguay, junto con otras ONGD
y otras organizaciones, un proceso para lograr la aprobación de una ley nacional marco como instru-
mento eficaz para garantizar el ejercicio del DA y contribuir a su implementación.

Esta acción tuvo como antecedente la elaboración del informe “Progresos en la implementación del dere-
cho a la alimentación en Paraguay” que realizó ACH junto a la FAO en 2007 en el que se describe la
situación del DA en Paraguay, las acciones adoptadas (progreso) y las brechas existentes para su aplicación.

Del análisis realizado del marco normativo se derivaba que, si bien existían algunas normas relacionadas
con la alimentación, era apremiante la necesidad de contar con un marco legal específico que previera
acciones concretas para garantizar este derecho y desarrollara los mecanismos de exigibilidad y justicia-
bilidad que permitieran a la ciudadanía denunciar su vulneración ante las autoridades públicas.

El primer hito en este proceso fue la creación de la “Iniciativa de derecho a la alimentación en Paraguay
(I.D.A) a partir de la audiencia pública que propició un diputado de la Asamblea en diciembre de 2007 con
los objetivos de recabar información sobre los trabajos que se estaban realizando en el campo del DA e
invitar a todos los actores interesados a que se sumaran a la elaboración de un anteproyecto de ley sobre
esta temática.

La iniciativa se fortaleció en un contexto de cambio en el poder político entre 2008-2013 con una alter-
nativa favorable a los intereses de las organizaciones campesinas (tras 60 años ininterrumpidos del
Partido Colorado en el Gobierno). Algunas acciones concretas evidenciaron el cambio político como la
aprobación del decreto Nº 838, para la creación de la Coordinadora Ejecutiva para la Reforma Agraria
(CEPRA) en noviembre de 2008.

El IDA desarrolló una metodología de carácter participativo y plural partiendo de que el proceso podría
ser una oportunidad para empoderar a los titulares de derechos y al mismo tiempo responsabilizar a
los funcionarios de las obligaciones que contemplara la ley. 

- Durante el primer semestre de 2008 analizaron la situación de partida y organizaron talleres para
recoger las demandas y posibles soluciones de parte de las organizaciones sociales y un taller con ins-
tituciones públicas para perfilar un diagnóstico institucional. 

- En octubre de 2009 se elaboró un primer borrador de anteproyecto de ley, sometido a consultas, y
en abril de 2009 se presentó el anteproyecto de ley.

- Entre 2009 y 2011 se elaboró e implementó de un plan de incidencia política para la aprobación
del anteproyecto de ley. 

En todo este proceso el IDA se ha consolidado como instancia de coordinación desde la sociedad civil,
aunque sin poder llegar a ser un espacio organizado y permanente de participación de actores políti-
cos y sociales para acompañar todo el proceso (organizaciones sociales, agencias de cooperación,
legisladores, miembros del gobierno, etc.).

De hecho, una vez presentado, el anteproyecto fue modificado sustancialmente tras un dilatado pro-
ceso de 8 meses por parte de las instancias gubernamentales (Ministerio de Agricultura) generándose
dos versiones del mismo, la que tiene su origen en el IDA y la modificada por las instituciones del Estado.
En abril de 2012 se consiguió aprobar una propuesta unificada presentada al Poder Ejecutivo, en con-
creto al Presidente. En mayo 2012 el anteproyecto de Ley se encuentra en asesoría jurídica para su
presentación al parlamento; las ONG y OSC concentran sus esfuerzos en la incidencia en el parlamento.

Fuente: elaboración IEH basado en Mejía (2011)

ayuda alimentaria de emergencia, proyectos de alimentos por trabajo, proyectos
de desarrollo rural, de seguridad alimentaria, de diversificación productiva y mejora
del rendimiento de los cultivos, etc. En general estos proyectos buscan fortalecer las
capacidades de las familias campesinas vulnerables en aspectos muy diversos, que
van desde la producción y diversificación de alimentos hasta la generación de ingre-
sos y las mejoras en el área nutricional.

Hasta hace relativamente poco tiempo estos proyectos estaban básicamente orien-
tados a responder a las necesidades productivas, de generación de ingresos y
necesidades nutricionales, sin considerar que alimentarse adecuadamente, además
de una necesidad, es un derecho. Incorporar este enfoque significa que cada per-
sona, independientemente de su nacionalidad, raza, credo, sexo, ideas políticas,
lugar de residencia o cualquier otra circunstancia, tiene el derecho fundamental a
estar protegido contra el hambre y a poder acceder a una alimentación suficiente
y adecuada; y los Estados tienen la obligación de respetar, proteger y garantizar
este derecho. Para ello, los proyectos de desarrollo deben ser una oportunidad para
acompañar a los socios locales y a las comunidades con las que se trabaja para des-
cubrir no sólo la dimensión económica y productiva del problema, sino también la
dimensión política y jurídica. Se trata de colaborar para que los titulares de dere-
chos sean conscientes de lo que implican sus derechos y para que los titulares de
obligaciones asuman de forma cada vez más efectiva el papel que les toca.

En primera instancia, contemplar un enfoque de derechos en las acciones de SAN
implicaría considerar prioritarios una serie de aspectos claves como por ejemplo:
(i) la participación de todos los actores, especialmente los excluidos, en todo el ciclo
del proyecto, (ii) la capacitación de los actores en temas relacionados con los dere-
chos humanos, y en particular con el DA, para que sean conscientes de sus
derechos y exijan al gobierno que cumpla con sus obligaciones; o (iii) la creación de
un ambiente favorable que permita a los titulares de derechos alimentarse por ellos
mismos, bien a través de su propia producción o del acceso a ingresos y mercados,
prestando una atención especial a los casos de mayor vulnerabilidad. 

La revisión de los proyectos más avanzados en la aplicación de este enfoque de
derechos en las ONGD que forman parte de la campaña “Derecho a la alimenta-
ción. URGENTE” permite proponer una serie de principios básicos en la aplicación
del DA que permitirían calificar a un proyecto de SAN con un “enfoque de derecho
a la alimentación” (recuadro 15).
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Contextualización local. Cada contexto tiene sus propias particularidades que deben ser analiza-
das previamente (situación político-institucional y socio-económica nacional, territorial y local). Las
intervenciones no son diseños estandarizados que se pueden aplicar en cualquier lugar, sino que de-
ben definirse y construirse respondiendo a la especificidad local. Precisamente, algunos de los ele-
mentos constitutivos del derecho a la alimentación son la adecuación y el respecto a las culturas. La
inserción social e institucional se consigue con la gestión de los proyectos desde las organizaciones
locales, las comunidades y las alcaldías fortaleciendo la participación de la población en la construcción
del desarrollo local.

Ciudadanía activa + Estado responsable y eficaz. Dada la extensión y complejidad del DA, se debe
facilitar su entendimiento y aplicación de manera sencilla y práctica, así como el reconocimiento, la pro-
moción y la protección de los derechos en cualquiera de los ámbitos de intervención de SAN, siempre que
se plantee y fortalezca la fórmula “ciudadanía activa + Estado responsable y eficaz”. Este principio es apli-
cable en diferentes tipos de proyectos de ONGD para la incorporación del enfoque de derechos.

Fortalecimiento del tejido social y organizativo. La titularidad de los derechos humanos es de cada
persona, es individual, pero el trabajo para hacerlos efectivos debe ser comunitario. Por ello es fun-
damental apoyar el fortalecimiento de las organizaciones comunitarias y campesinas de diversa índole,
tanto las que abarcan aspectos productivos (asociaciones de productores, cooperativas, etc.) como so-
ciales (asociaciones de padres y madres de alumnos, juntas de agua y saneamiento, asociaciones de
promotores de salud, etc.) o a la participación política (asociaciones de vecinos, asociaciones sindica-
les, asociaciones de mujeres, etc.). El fortalecimiento de este tejido de sociedad civil organizada re-
dundará en la gobernabilidad local, el respeto de los derechos fundamentales a través de una partici-
pación real y efectiva, consolidando el ejercicio de la ciudadanía a través de la vigilancia social, la
fiscalización de políticas públicas y la incidencia.

Protagonismo local. Este principio está relacionado con la actitud de las ONGD en su trabajo, que
deberá ser de acompañamiento cercano a las organizaciones y comunidades locales, desde una ac-
titud de respeto y apoyo, durante todas las fases de la intervención. En este sentido, las ONGD de-
ben evitar acciones y actitudes que limiten el papel de las organizaciones locales en la incidencia po-
lítica, y ser facilitadores de procesos, de acompañamiento a la población para su fortalecimiento y
asunción de protagonismo. Las personas y comunidades deben ser protagonistas y sujetos activos
de su propio cambio.

Participación comunitaria. El enfoque de los proyectos debe ser comunitario incluso cuando las
limitaciones de recursos llevan a priorizar a determinados grupos en situación de mayor vulnerabi-
lidad, buscando la implicación de toda la comunidad y procurando que finalmente todos obtengan
ciertos beneficios. La participación de la comunidad en el proceso de desarrollo es al mismo tiempo
medio y fin: es la forma o el camino elegido para desarrollar el trabajo, para hacer posible el pro-
yecto; además, al fortalecer este espacio común para los distintos entes sociales, se logra una ma-
yor sostenibilidad del trabajo concertado, convirtiéndose en un espacio de planificación, ejecución,
vigilancia y evaluación de actividades.

Fortalecimiento de capacidades a partir del conocimiento local. La capacitación puede abar-
car un amplio abanico de aspectos, desde la alfabetización de adultos hasta aspectos técnico-pro-
ductivos, pasando por derechos humanos y género, organización comunitaria, etc. La capacitación
constituye un eje vehicular de intervención, entendida en su potencial transformador y como vía de
empoderamiento, y es la correa de trasmisión y articulación de todas las iniciativas a implementar.
Es importante partir de los saberes locales, respetar los conocimientos previos de la comunidad y cons-
truir a partir de ellos, buscando recuperar el conocimiento atesorado por las comunidades a través
de generaciones, valorizando su propia cultura. La capacitación se entiende desde la reflexión-ac-
ción, que sitúa al individuo, a la familia y a la comunidad en el centro de la reflexión sobre su pro-
blemática para despertar su implicación en la propuesta de alternativas e implementación de las mis-
mas. En ella se cuidan los aspectos interculturales, con contenidos adaptados a la lengua, cultura y
nivel de conocimiento de la población

Inserción política. Entendiendo esta inserción como el proceso de  institucionalizar las acciones,
en tanto en cuanto son las instituciones públicas las titulares de obligaciones en la protección y ga-
rantía del DA. Para ello, trasladar a los gobiernos locales y nacionales la responsabilidad de asumir
su competencia en su ámbito geográfico, haciendo viables las demandas mediante su inclusión en
los planes de desarrollo y sus correspondientes planes operativos anuales, con la consecuente do-
tación de recursos. Los proyectos serán en muchos casos iniciativas que sumen esfuerzos a las po-
líticas públicas diseñadas para atacar los problemas estructurales y en otros casos deberán llamar la
atención sobre vacíos de políticas. 

Enfoque de género. Una de las características de los derechos humanos es su universalidad, es de-
cir, que son válidos para todos los seres humanos sin excepción ninguna. Sin embargo, se siguen
produciendo discriminaciones, muy especialmente por razón de sexo. Las mujeres, en multitud de
contextos y circunstancias, experimentan desigualdades en el respeto de sus derechos y en el acceso
a recursos y oportunidades. Los prejuicios sexistas en el acceso al poder y los recursos, en los dere-
chos, las normas y los valores y en el modo en que se estructura la sociedad, afectan directamente
a la posibilidad de participación de las mujeres en los procesos de desarrollo. Avanzar en el enfo-
que basado en derechos humanos debe conllevar también avanzar en el enfoque de género en de-
sarrollo, con una especial atención a la revisión de los roles de hombres y mujeres, a la participación
de las mujeres, a la ampliación de sus oportunidades.

Enfoque por procesos a largo plazo. Asumir una lógica de proceso, un acompañamiento suficiente
para poder avanzar sin violentar los ritmos locales en lo que podría denominarse como “estrategias de
contagio” que permitan acompañar procesos y consolidar los resultados. Dado que la financiación de
ONGD responde a una lógica anual o bienal (de proyecto), este principio implica un esfuerzo importante
para que la dinámica de financiación no condicione el enfoque de desarrollo de las ONGD. Para ello, se
propone que los proyectos respondan a planificaciones superiores, estableciendo mecanismos de trans-
misión de aprendizajes de una intervención a otra dentro de un mismo proceso. De esta manera, se puede
incidir en problemáticas (como la vulneración del DA, procesos de creación y fortalecimiento de tejido
organizativo), cuyo abordaje requiere horizontes temporales mayores a uno o dos años. 

Principios para la aplicación del dA en proyectos de sAnrecuAdro 15

Fuente: Elaboración IEH basado en información proporcionada por PROSALUS



La actuación en red permite contar con mayor fortaleza para lanzar un mensaje
o una propuesta que la acción individual.

3. Ciertas posturas en defensa del DA pueden no ser políticamente aceptadas por
gobiernos, empresas privadas o individuos, por poner en evidencia connivencias
con intereses económicos o de otra índole. La actuación en red permite contar
con una cobertura social suficiente para evitar acciones que perjudiquen a or-
ganizaciones o individuos concretos, en respuesta a las denuncias realizadas.  

4. El trabajo en red fomenta el asociacionismo y las formas voluntarias de coope-
ración entre diferentes actores, basadas en la confianza y el interés mutuo, fa-
cilitando la promoción del capital social y ofreciendo espacios para el debate,
la incidencia y la acción de los grupos más vulnerables. 

5. El trabajo en red permite traspasar fronteras territoriales y nacionales para re-
lacionarse con otras organizaciones, ampliando la posibilidad de intercambiar
experiencias y soluciones a problemas comunes y un mayor apoyo en la denuncia
de casos de violación del DA.
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importancia del trabajo en red en las acciones para promover la realización
del derecho a la alimentación

La participación y la movilización social son condiciones fundamentales para pro-
mover la incidencia de la sociedad civil y de los grupos más vulnerables en la toma
de decisión sobre políticas y programas de seguridad alimentaria y combate del
hambre. La necesidad de participación viene dada por el carácter “público” de las
políticas de seguridad alimentaria que plantean los gobiernos, lo que significa que
los beneficiarios de dichas políticas deberían estar involucrados en todas sus fases
a través de la representación legítima de los intereses de la sociedad civil.

El incremento de los niveles de participación social en las políticas públicas contri-
buye a una mejor distribución de los recursos públicos favoreciendo a los más
vulnerables y ofreciendo las condiciones adecuadas para la realización del DA. Una
de las razones centrales para aumentar los niveles de participación social en las
políticas públicas es porque la mejoría de los mecanismos democráticos contribuye
a una mejor distribución de los recursos públicos, favoreciendo a los más vulnera-
bles y ofreciendo las condiciones adecuadas para la realización del DA.  Las redes
de la sociedad civil son un importante mecanismo para incrementar la participa-
ción social e influenciar las políticas públicas. El trabajo en red facilita la apertura al
diálogo y posibilita posiciones más robustas. 

El trabajo en red entre organizaciones de la sociedad civil es particularmente rele-
vante cuando se trata de promover y apoyar la realización del DA por las siguientes
razones:

1. El DA es un concepto que abarca diferentes disciplinas: el agua, la tierra, la pro-
ducción alimentaria, el empleo, los mercados, la salud, la educación, el sanea-
miento básico, la inocuidad de los alimentos, la cultura alimentaria, la nutrición,
etc. Las actuaciones de la sociedad civil requieren a menudo de la participación
concertada de diferentes actores sociales para que contribuyan desde sus ám-
bitos de especialización a lograr propuestas de acción consistentes ante las ad-
ministraciones públicas.

2. Muchas de las actuaciones de la sociedad civil planteadas en la presente guía,
como las de diagnóstico de la situación del DA, incidencia en tomadores de de-
cisión y denuncia de violaciones, necesitan estar respaldadas desde la acción co-
lectiva de organizaciones con amplio grado de representatividad de la población.
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2.2. lA APlicAción PrácticA del dA en los Proyectos de sAn 

Esta sección está dirigida a abordar aspectos claves de la gestión de proyectos
dirigidos a la aplicación del DA en aquellas acciones que suelen ser más habi-
tuales en el trabajo de las ONGD en SAN: proyectos que combinan intervenciones
de SAN en la familia y la comunidad, con acciones políticas de sensibilización o
incidencia  locales y/o nacionales. En esta sección vamos a abordar la aplicación
del DA en las diferentes fases de gestión de un proyecto de desarrollo –identifi-
cación y formulación, implementación, seguimiento y evaluación–, indicando
algunos elementos claves que deben ser incorporados para que un proyecto de
SAN incorpore el enfoque de derechos y, en particular, estar dirigidos hacia la
realización del DA.

idEntificAciÓn Y forMulAciÓn

En general, la idea de diseñar y poner en marcha un proyecto de SAN surge, o debe
surgir, de la propia comunidad o grupo de individuos que enfrentan un problema
relacionado con la alimentación o nutrición o con los recursos necesarios para pro-
ducir o acceder a los alimentos. Esta comunidad suele plantear sus necesidades y
problemas a alguna organización conocida de la sociedad civil del propio país, que
formula proyectos para buscar financiación de donantes o bien solicita  apoyo a
una ONGD internacional. 

Antes de comenzar la identificación del proyecto es necesario constituir el equipo
de trabajo encargado de la identificación y formulación del mismo. Es importante
que el equipo esté integrado por personas con diferentes capacidades y de dife-
rentes disciplinas. También es esencial que estas personas tengan un entendimiento
común sobre algunos conceptos, tales como la SAN, la soberanía alimentaria, el
DA y, sobre todo, que comprendan las diferencias e implicaciones entre un pro-
yecto de desarrollo “tradicional” y un proyecto de desarrollo con enfoque de
derechos humanos. Si fuera necesario, se deberá organizar un breve taller sobre
este último aspecto puesto que es crucial que todos los miembros del equipo
entiendan que en un proyecto con enfoque de derechos humanos hay que ir un
poco más allá de abordar los problemas que la comunidad plantea, hay que rela-
cionar los problemas con la vulneración de los derechos.

Una vez conformado el equipo, se debe realizar un plan de trabajo pormenorizado
para realizar la identificación y formulación del proyecto, disponiendo del tiempo
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recuAdro 16 - tipo de actividades realizadas por redes dirigidas 
a la realización del dA

Promoción y difusión del DA
entre las organizaciones de la
sociedad civil para promover
su participación en las redes

Incidencia y abogacía para 
la construcción de políticas
nacionales y regionales que
permitan la realización
progresiva del DA

Elaboración de informes
periódicos de carácter general
(DA) o específico

Fortalecimiento de
capacidades para introducir el
DA en los proyectos y
programas de SAN

Seguimiento de los
compromisos adoptados
internacionalmente por los
Estados

El primer paso del trabajo en red es dar a conocer la
importancia de incorporar el DA en las políticas públi-
cas. Se realizan actividades muy diversas que incluyen
la realización de talleres y cursos sobre los aspectos bá-
sicos del DA hasta la elaboración de materiales de difu-
sión y comunicación como folletos, posters, tripticos…
para divulgar y sensibilizar sobre la importancia de la
realización de este derecho y concientizar a individuos
y organizaciones.

A través de campañas dirigidas a captar la atención de
la opinión pública sobre la vulneración del DA y la si-
tuación de inseguridad alimentaria. Las ONGD trabajan
en red para la realización de estudios que documentan
las violaciones del DA para contar con evidencias que
apoyen las acciones e intensifiquen los efectos de sus
campañas. Las redes utilizan con frecuencia fechas em-
blemáticas nacionales o internacionales para sus movi-
lizaciones, como por ejemplo el Día de la Constitución,
el Día Internacional de la Mujer (8 de marzo), el Día
Mundial de la Alimentación (16 de octubre), el Día
Mundial del Agua (22 de marzo), Día Mundial del
Medio Ambiente (5 de junio), etc.

Por ejemplo, la elaboración de diagnósticos / evaluacio-
nes del DA planteados en las Directrices Voluntarias, el
apoyo a las visitas del relator de Naciones Unidas para
el DA y en los aportes que pueden hacer para docu-
mentar los informes a la Comisión de Derechos Huma-
nos de las Naciones Unidas.

A través de la formación en la utilización de metodolo-
gías para el abordaje de las acciones con enfoque de
derechos, y en la identificación y seguimiento de viola-
ciones al DA

Así como elaboración de documentos de análisis de
políticas de SAN y de sus implicaciones en los territo-
rios y  los grupos en situación de mayor vulnerabilidad.
Análisis de presupuestos del Estado e incidencia en la
aprobación de recursos para dichos grupos.

Fuente: instrumentos internacionales de derechos humanos 



respetar, realizar) se están cumpliendo o deben ser reforzadas; 
iv) contribuye a la preparación del  informe nacional sobre el estado del DA que

debe ser presentado periódicamente al Comité DESC.

El diagnóstico es además una herramienta muy útil para la sociedad civil puesto que: 

a. estimula el debate nacional, la sensibilización y la información sobre el DA; 
b. contribuye a que los gobiernos puedan tomar las medidas necesarias para me-

jorar la situación de la SAN teniendo en cuenta las necesidades e intereses de
los grupos vulnerables; 

c. documenta casos de violación y apoya procesos de exigibilidad y justiciabilidad
por parte de las personas o comunidades afectadas; 

d. apoya a las organizaciones de la sociedad civil en la definición de sus priorida-
des de intervención en materia de SAN y DA, incluyendo la definición de sus pro-
yectos de desarrollo. 

a) diagnóstico del contexto

En primer lugar es esencial conocer el contexto político, económico, social, cul-
tural y ambiental en el que se va a desarrollar el proyecto. Se trata de disponer de
información pormenorizada y actualizada sobre la situación de pobreza e insegu-
ridad alimentaria y nutricional, caracterización de los grupos vulnerables y otros
aspectos relacionados o que influyen en los grupos vulnerables en relación con el
DA. Generalmente esta información está disponible en informes o diagnósticos
recientes o en las distintas bases de datos nacionales o internacionales. Por esta
razón, el equipo no debe dedicar mucho tiempo a esta tarea, pero sí preocuparse
de recopilar y analizar los datos más actualizados disponibles. Siempre que sea posi-
ble, los datos deben desglosarse por género y por zonas geográficas. Algunos de
los datos clave para investigar son los siguientes:

• Índice de Desarrollo Humano (IDH)
• Población por debajo de la línea de pobreza nacional (%)
• Índice de Gini
• Esperanza de vida al nacer (años)
• Tasa de analfabetismo (%)
• Tasa de mortalidad infantil (%)
• Tasa de desempleo (%)
• Prevalencia del VIH/SIDA (%)
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necesario, puesto que la duración de este proceso de identificación y formulación
es mayor que en un proyecto “tradicional”. El plan de trabajo debe incluir los obje-
tivos, las actividades, la asignación de tareas a los diferentes miembros, la
metodología, el cronograma y el presupuesto. El plan de trabajo debe ser realista
en función de las capacidades del equipo, el alcance del trabajo, los tiempos y los
recursos disponibles.

En la fase de diseño del proyecto se recomienda incluir los siguientes análisis:

1. Análisis del contexto y sus particularidades

Esta fase incluye tanto el diagnóstico del contexto como el análisis de las políticas
públicas y el posicionamiento de la ONGD. En general es una tarea de investiga-
ción que realizan las instituciones, locales e internacionales, que están identificando
el proyecto. 

¿Por qué es importante realizar esta fase?

Las Directrices Voluntarias recomiendan que los Estados adopten una estrategia
nacional basada en los derechos humanos para la realización progresiva del DA,
como parte de una estrategia general de desarrollo. Para ello, el primer paso que
recomiendan es la realización de un diagnóstico sobre el contexto y la situación de
la SAN con enfoque de  derechos. En el proceso de formulación de un proyecto, la
realización de un diagnóstico de DA es también clave, no solo para que el proyecto
responda a la realidad existente, sino también como contribución para una estra-
tegia nacional basada en los derechos humanos.

Es importante que el diagnóstico se realice de manera participativa involucrando
todas las partes interesadas, tanto sectores gubernamentales y organismos de coo-
peración y desarrollo, como la sociedad civil y los propios grupos vulnerables. 

El diagnóstico es importante por varias razones: 

i) apoya la puesta en marcha de medidas inmediatas que respondan a las causas
del hambre y de la inseguridad alimentaria y nutricional; 

ii) apoya los procesos de formulación y/o revisión de políticas y estrategias nacio-
nales de SAN desde la perspectiva del DA; 

iii) permite verificar si las obligaciones del Estado en relación con el DA (proteger,
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También debemos recabar información sobre la institucionalidad jurídica del
derecho a la alimentación, incluyendo la situación del país en relación con los
compromisos políticos asumidos relacionados con la SAN y el DA, las políticas públi-
cas y el marco jurídico y de exigibilidad del DA según la legislación nacional. 

En cuanto al DA, se sugiere analizar los siguientes instrumentos:

• Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP)
• Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC)
• Protocolo Facultativo al PIDESC
• Convención Americana sobre los Derechos Humanos
• Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos
• Protocolo de San Salvador
• Convención sobre Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la

Mujer
• Convención sobre los Derechos del Niño

Con respecto a la SAN, se sugiere analizar los compromisos del país con relación a
los siguientes instrumentos y eventos:

• Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología
• Convenio Marco sobre el Cambio Climático
• Convenio sobre la Diversidad Biológica
• Convención de Lucha contra la Desertificación
• Conferencia Mundial sobre la Alimentación (Roma, 1996)
• Declaración del Milenio (ONU, 2000)
• Conferencia Mundial de la Alimentación: cinco años después (Roma, 2002)
• Conferencia Internacional sobre Reforma Agraria y Desarrollo Rural (Brasil,

2006)
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• Población sin acceso a fuentes de agua potable (%)
• Población sin acceso a servicios de saneamiento (%)
• Porcentaje de personas desnutridas (%)
• Número de personas desnutridas (millones)
• Ayuda alimentaria en relación con el consumo total (%)
• Índice de fluctuación de precios
• Desnutrición infantil (%)
• Niños con bajo peso / edad (%)
• Niños con baja talla / edad (%)
• Niños con bajo peso / talla (%)
• Niños con bajo peso al nacer (%)

También se puede utilizar información macroeconómica, política y social (por ejem-
plo, el impacto de la crisis alimentaria, cambio climático, existencia de conflictos
políticos o sociales, etc.) para contextualizar mejor el diagnóstico.
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recuAdro 17 - fuentes de información útiles para la caracterización 
de la pobreza, inseguridad alimentaria y nutricional 

• FAOSTAT (faostat.fao.org) 

• Data World Bank (data.worldbank.org) 

• IFPRI 2010 Global Hunger Index (www.ifpri.org/publication/2010-global-hunger-

index) 

• UNDP – Human Development Reports (hdr.undp.org/en) 

• UNDP – MDG Monitor (www.mdgmonitor.org) 

• FAO – Right to Food (www.fao.org/righttofood/index_en.htm) 

• WFP – Comprehensive Food Security and Vulnerability Analysis (www.wfp.org/food-

security/reports/CFSVA) 

• UNICEF – Data (www.unicef.org/statistics) 

• OMS – Data (www.who.int/research/en) 

• OCDE – Data (stats.oecd.org/Index.aspx) 

• FIVIMS (www.fivims.org) 

• Servicios Nacionales de Estadísticas 

• Informes y diagnósticos nacionales existentes



En otros casos, existe legislación específica en diferentes sectores relacionados con
la SAN y el derecho a la alimentación, por ejemplo, inocuidad de los alimentos,
acceso a la tierra y otros recursos naturales, protección social, etc. (Ver ejemplo de
Angola en recuadro 20)

b) Análisis de las políticas públicas: alineamiento o divergencia 

En segundo lugar, se debe investigar el marco de las políticas públicas (políticas,
programas, estrategias) existentes en el país con respecto a la SAN y al DA, así
como sus principales limitaciones con respecto al problema que se pretende abor-
dar. Este análisis deberá revelar si las políticas públicas son coherentes y favorecen
o dificultan la resolución del problema. 

La existencia de leyes y estrategias nacionales para la SAN y estrategias de
lucha contra la pobreza es particularmente relevante para el análisis. Además de
eso, las Directrices Voluntarias recomiendan el análisis de dos tipos de políticas:

• Políticas Macro: Desarrollo Económico (Directriz 2), Estrategias (Directriz 3) y  
Sistemas de mercado (Directriz 4)

• Políticas Sectoriales: Acceso a los recursos (Directriz 8), Inocuidad de los alimentos
(Directriz 9), Nutrición (Directriz 10), Educación (Directriz 11), Apoyo a los gru-
pos vulnerables (Directriz 13) y Redes de seguridad (Directriz 14)
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Además de la ratificación de tratados internacionales, es necesario que los Estados
miembros trasladen al ordenamiento jurídico interno (constitución y legislación
nacional) el reconocimiento de los derechos humanos. Por esta razón, el siguiente
paso es investigar si existen referencias al DA (o a los derechos conexos) en la cons-
titución del país e investigar si existe legislación con implicaciones para la SAN y el
DA. Varios países cuentan con leyes específicas para la SAN (ver ejemplo de Ecua-
dor en recuadro 19). 
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recuAdro 18 - referencias sobre compromisos internacionales

Algunas preguntas clave:

• ¿Qué tratados internacionales y regionales relacionados con el derecho a la
alimentación se han firmado/ratificado por el Estado?

• ¿Qué compromisos políticos internacionales relacionados con la SAN fueron
asumidos por el Estado?

Fuentes de información:

• Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos
(www.ohchr.org/SP/Pages/WelcomePage.aspx)

• ESCR-Net - Red Internacional sobre los Derechos Económicos, Sociales y
Culturales (www.escr-net.org) 

• FAO (www.fao.org)

• UNCCD – Convención de Lucha contra la Desertificación (www.unccd.int) 

• CDB – Convención sobre la Diversidad Biológica (www.cbd.int) 

• UNFCCC – Convención sobre el Cambio Climático (http://unfccc.int) 

recuAdro 19 - ley de seguridad Alimentaria y nutricional de ecuador

Ley No. 2006-41, de 12 de abril del 2006 

Se determina como política de Estado y acción prioritaria del Gobierno Nacional la
seguridad alimentaria y nutricional, comprendida como un derecho humano que
garantiza la capacidad de abastecimiento con garantía de acceso físico y económico de
todos los habitantes a alimentos sanos, nutritivos, suficientes, inocuos, de buena cali-
dad y concordantes con la cultura, preferencias y costumbres de la población, para
una vida sana y activa. La presente Ley tiene por objeto contribuir al mejoramiento de
la calidad de vida de la población ecuatoriana, priorizando a los grupos sociales vul-
nerables, mediante la formulación y ejecución de políticas, planes, programas y
proyectos estratégicos que garanticen el apoyo a la producción nacional de alimen-
tos, faciliten su control de calidad y distribución, posibiliten su acceso mayoritariamente
y mejoren el consumo, preservando la salud y la nutrición de la población.

Ley de Tierras

Ley de Protección 
del Consumidor

Ley de Semillas

Ley de Recursos
Biológicos Acuáticos 

Ley del Agua

Establece mecanismos que permiten la seguridad de la tenencia 
y uso de la tierra, especialmente para los pequeños productores. 

Establece mecanismos de protección del consumidor.

Establece el control y la supervisión de la producción, importación 
y exportación de semillas y plantas en todo el país.

Establece mecanismos para asegurar el uso racional y sostenible de
los recursos biológicos acuáticos y del medio ambiente costero.

Establece mecanismos de promoción del uso sostenible del agua.

Fuente: IEH

rElAciÓn con lA sAn/dErEcho A lA AliMEntAciÓntiPo dE lEY

recuAdro 20 - ejemplos de legislación con implicaciones en la sAn en Angola



Para las ONGD, la primera referencia son los derechos humanos y la lucha contra
la pobreza; las políticas públicas locales y nacionales serán una referencia a seguir
por la ONGD en la medida que sean coherentes con este planteamiento básico y
tomando en cuenta que se hayan desarrollado de forma democrática y participa-
tiva. A este respecto, se pueden dar dos actitudes de la ONGD:

A) Alineamiento con las políticas públicas si fortalecen los DDHH. En el caso
de que las políticas públicas contribuyan al fortalecimiento de los derechos huma-
nos, los proyectos de ONGD orientados hacia el DA se podrán alinear con dichas
políticas para sumar esfuerzos y abordar los problemas estructurales que causan la
inseguridad alimentaria, tanto nacional como local.
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Dentro de las diferentes políticas sectoriales existen instrumentos que tendrán tam-
bién que ser analizados en la medida en que afecten al problema que estamos
abordando.

A continuación, se debe analizar el papel de la ONGD en relación con las polí-
ticas públicas, teniendo en cuenta si estas contribuyen o debilitan la realización
efectiva del DA. Desde el punto de vista de la sociedad civil, cabe siempre pregun-
tarse si el alineamiento debe darse respecto a las políticas públicas locales o
respecto a la agenda propia de la sociedad civil, invocando el derecho de esta a no
tener necesariamente que estar alineada con las políticas públicas locales. 
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Ministerio 
de Agricultura

Ministerio 
de Salud

Ministerio 
de Educación

Ministerio 
de la Mujer 
y Acción Social

Ministerio para
la Coordinación
Ambiental

Ministerio 
de Pesca

Ministerio 
de Industria 
y Comercio

Ministerio de la
Administración
Estatal

Programa de Apoyo 
a la Diversificación 
de la Agricultura y Pecuaria

Plan de Apoyo 
a la lactancia materna

Programa de Alimentación
Escolar 

Programa Subsidio 
de Alimentos (PSA)

Plan de Acción Nacional
para Adaptación al Cambio
Climático 

Proyecto de Promoción 
de la Pesca Artesanal
(ProPesca)

Estrategia 
de Comercialización
Agrícola

Plan Director para
Prevención y Mitigación de
Calamidades Naturales

Intensificar la agricultura y aumentar 
la productividad agrícola

Promover la lactancia materna exclusiva

Proporcionar alimentación a los niños
de la escuela

Transferencia directa de efectivo para 
los grupos vulnerables (mayores,
deficientes, enfermos crónicos)

Reducir el impacto de eventos extremos
y crear mecanismos de adaptación 
al cambio climático

Mejorar el rendimiento y las condiciones
de vida de los pescadores artesanales

Fomentar el crecimiento y desarrollo 
del comercio de productos, insumos 
y servicios agrícolas

Reducir la vulnerabilidad y elaborar
estrategias de respuesta a los desastres
naturales

Fuente: IEH

Fuente: elaboración IEH con información de PROSALUS

oBjEtivoinstruMEnto dE PolíticAsEctor

recuAdro 21 - ejemplo de algunos instrumentos de política sectorial
existentes en Mozambique 

recuAdro 22 - ejemplo de alineamiento con políticas públicas
(ProsAlus):inserción en las políticas públicas en los municipios 

de sócota y san luis de lucma, cajamarca, Perú

En la intervención que apoya PROSALUS en la microcuenca del río Guineamayo, en el
norte del Perú, la actuación del socio local ESCAES (Escuela Campesina de Educación
y Salud) se enmarca en el Plan de Desarrollo integral de los distritos de Sócota y San
Luis de Lucma, y, de forma más amplia, en el Plan de Desarrollo Integral de la Provin-
cia de Cutervo. En el marco de estos planes los gobiernos locales y las instituciones
públicas y privadas vienen trabajando de forma coordinada involucrando a las organi-
zaciones sociales en la ejecución de proyectos en función de las necesidades e intereses
de la población con una visión de medio y largo plazo. En estos planes de desarrollo
se recoge como una de las prioridades sociales la disminución de los índices de des-
nutrición, especialmente en niños menores de cinco años y madres gestantes.

En este sentido, ESCAES ha celebrado convenios con las instituciones de la zona para
contribuir a su cumplimiento: Municipalidad Distrital de Sócota, Municipalidad Distri-
tal de San Luís de Lucma, Unidad de Gestión Educativa Local de Cutervo, Dirección
Subregional de Salud, Gerencia Subregional, Universidad Nacional “Pedro Ruiz Gallo”
y Ministerio de Agricultura. Entre los acuerdos logrados destacan:

- La ejecución de planes de reforestación y presupuestos participativos en infraes-
tructura educativa, sistemas de riego y agua segura con las Municipalidades Distri-
tales de Sócota y San Luís de Lucma. 

- Un trabajo conjunto de seguimiento de control nutricional a niños menores de 5
años de edad dentro de la microcuenca del Río Guineamayo con los puestos de sa-
lud a través de los programas preventivos y promocionales de la salud. 



Un punto de referencia a considerar para adoptar el alineamiento o la posición crítica
es la adecuación con las referencias contenidas en el Código de Conducta de la Coor-
dinadora de ONGD España  (recuadro 24). Cuando las políticas públicas locales sean
coherentes con estos planteamientos, será conveniente y necesario un alineamiento
con las mismas. En aquellos aspectos en los que el alineamiento con las políticas
públicas locales nos obligue a renunciar a nuestros principios inspiradores, debemos
plantearnos con cuidado hasta dónde debemos llegar en ese alineamiento.

2. Análisis de la vulneración del derecho a la alimentación

Habitualmente, la comunidad o grupo de individuos que contactan con la ONGD
identifican uno o varios problemas que afectan a sus medios de vida o a la situa-
ción nutricional de sus familias y las necesidades relacionadas con dicho problema,
pero no lo suelen presentar como una vulneración del derecho a la alimentación.
Incluso es probable que desconozcan que existe este derecho humano. 
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B) Posición crítica si debilitan los DDHH. En el caso de políticas públicas que
debiliten los derechos humanos, el trabajo de las ONGD debería enfocarse desde
una posición crítica a dichas políticas, manteniendo precauciones en el alinea-
miento de sus acciones en el marco de las políticas nacionales y locales y
dirigiéndose a fortalecer el componente de derechos en dichas políticas. En este

Fuente: elaboración IEH con información de PROSALUS

En Bolivia el desayuno escolar es un servicio de obligada prestación por parte de los municipios
a través de las unidades educativas. Sin embargo, en muchos casos se implementa de una forma
muy deficiente porque no se destinan los recursos necesarios y los que se asignan no son efi-
cientes. No se diseñan desayunos nutricionalmente completos y se externaliza la adquisición de
insumos (especialmente lácteos) a través de licitaciones con multinacionales que no ofrecen la
calidad requerida.

En el municipio de Presto, el socio local de PROSALUS es la organización PASOS que promueve
acciones para la mejora del desayuno escolar. Para ello, PASOS, en el marco de un programa de
la Asociación de Instituciones de Promoción y Educación (AIPE), se ha propuesto articular a los
distintos actores públicos y privados presentes en el municipio en aras de un mayor control
social a la ejecución de esta política pública. Esta línea de trabajo pretende incidir en tres aspec-
tos fundamentales: 

• Que se aumenten los recursos destinados al desayuno escolar y que se gestionen de forma
eficiente. 

• Que éste sea de calidad (nutricionalmente completo y adaptado al patrón alimenticio local).

• Que tenga como insumos fundamentales la producción de las familias campesinas del mu-
nicipio, cerrando así el círculo de seguridad alimentaria (dado que generalmente no tienen po-
sibilidades de comercializar los excedentes) y quedando la producción de alimentos en la zona.

Los pasos que se han dado son los siguientes:

1) Diagnóstico de la calidad del desayuno escolar del municipio, sobre el que fundamentar la
incidencia.

2) Diseño de una propuesta de mejora.

3) Capacitación de juntas educativas en manejo de desayuno escolar.

4) Comité del Desayuno Escolar (espacio de concertación entre sociedad civil y autoridades edu-
cativas y municipales).

5) Fortalecimiento de organizaciones de productores locales para la dotación de insumos para
el desayuno escolar con los estándares requeridos por la normativa sanitaria.

Hasta ahora se han obtenido logros muy significativos especialmente en lo que se refiere a au-
mento de recursos por parte del municipio y se ha conseguido posicionar fuertemente la pro-
blemática en torno al desayuno escolar en la agenda de todos los actores locales.

recuAdro 23 - ejemplo de posición crítica con políticas públicas (ProsAlus):
experiencia con el desayuno escolar en Presto, chuquisaca, bolivia

recuAdro 24 - orientaciones extraídas del código de conducta
de la coordinadora de ongd españa 

Las ONGD seremos eficaces si:

• Somos expresión de la solidaridad presente en la sociedad.

• Promovemos el desarrollo como proceso de cambio multidimensional, participativo
y democrático, que crea condiciones de mayor equidad y de mejora de las oportu-
nidades para las generaciones presentes y futuras.

• Contribuimos a que las comunidades más desfavorecidas puedan desarrollarse y vi-
vir en condiciones dignas partiendo de su protagonismo en la toma de decisiones
y del respeto a su propia identidad cultural.

• Nos relacionamos con las poblaciones del Sur en un plano de igualdad, de hori-
zontalidad, y vivimos el proceso de desarrollo como un proceso transformador tanto
en el Norte como en el Sur.

• Incorporamos en nuestro trabajo, a todos los niveles, la promoción de la igualdad
en las relaciones de género, el respeto del medio ambiente y la promoción del res-
peto, protección y garantía de los derechos humanos.

tipo de contextos, las ONGD pueden contribuir desde la vigilancia de las violacio-
nes del DA que implica la adopción de estas políticas públicas hasta alimentar
“procesos de divergencia” más que de alineamiento, cuando sea procedente.



veremos en la siguiente fase), para establecer conjuntamente las principales causas
que han originado la vulneración del DA y sus respectivas obligaciones y responsa-
bilidades, determinando las carencias o brechas existentes.

El eje central del árbol de problemas será la vulneración de un derecho concreto
relacionado con la alimentación o el acceso a una alimentación adecuada. Por
debajo señalaremos las causas inmediatas, subyacentes y estructurales de la vul-
neración del derecho a la alimentación y en la parte de arriba señalaremos los
efectos que dicha vulneración genera.
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La ONGD debe comenzar a sensibilizar a los individuos o comunidad desde el
momento en que se inicia el proceso de identificación del proyecto, como paso
previo para que el análisis de los problemas que se realiza en un proyecto de desa-
rrollo “tradicional” pueda ser sustituido por el análisis conjunto de la vulnerabilidad
del DA y de otros derechos humanos. 

En esta fase es importante:

a. entender el problema como efecto de la vulneración del derecho a la
alimentación

En un proyecto de SAN con enfoque de derechos debemos entender el problema
como el efecto o los efectos producidos por la vulneración del DA y, por tanto, es
esencial analizar las causas que provocan dicha vulneración.

La incorporación del análisis causal en la identificación del proyecto contribuye a
identificar los factores que originaron la vulneración del derecho, de manera que
todas las acciones que definamos deberán ir dirigidas a las causas identificadas, de
forma que si estas desaparecen, desaparecen sus efectos (es decir, el problema).

De forma general podemos definir tres tipos de causas.

• Causas inmediatas son aquellas causas más cercanas, más visibles, las que son
más fácilmente percibidas por las personas, por ejemplo, la elevada prevalen-
cia de desnutrición infantil.

• Causas subyacentes son las que no son percibidas por las personas aunque ten-
gan efectos muy negativos, por ejemplo, falta de diversidad en la dieta o falta
de saneamiento adecuado.

• Causas estructurales son las que se encuentran en las bases, en las raíces. Son
causas que llevan mucho tiempo y que, al formar parte de la vida de las perso-
nas, en ocasiones pueden no ser identificadas como causas de un problema, por
ejemplo, falta de tierra o desigualdad en la distribución de los ingresos.

Para realizar el análisis causal se pueden utilizar diferentes herramientas pero reco-
mendamos utilizar la técnica del árbol de problemas, que nos permite relacionar las
causas con los efectos a partir de un problema definido y es conocida por los técni-
cos/as de desarrollo. En la elaboración del árbol de problemas deben participar todos
los actores (los titulares de derechos, de obligaciones y de responsabilidades como
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gráfico 2 – ejeMPlo de árbol de ProbleMAs 

Reducción % bebés
nacidos vivos

Incremento niños/as con
desnutrición crónica 

Mayor prevalencia 
de enfermedades 

en infancia 

Deficiencias
nutricionales en madres

gestantes y lactantes

Vulneración del derecho a la alimentación en niños/as menores de 3 años

Disminución de la
frecuencia y duración
de lactancia materna

Falta de seguimiento de
embarazo e índices de
desnutrición en bebés

Políticas agrícolas no
favorables a intereses de

pequeña agricultura y
tendencia al monocultivo

Incumplimiento del
Código Internacional

sucedáneos leche
materna

Políticas de salud no
priorizan nutrición de

grupos de mayor
vulnerabilidad

Dietas
alimentarias

pobres y
poco

diversificadas

Reducción
producción

de alimentos
en pequeña
agricultura

Campañas
masivas de

marketing de
sustitutos

leche materna

Servicios
post-parto
deficientes

Escasos medios
materiales y
humanos en 
los centros 
de salud

CAUSAS
INMEDIATAS

CAUSAS
SUBYACENTES

CAUSAS
ESTRUCTURALES

Fuente: elaboración IEH



nes planeadas deben potenciar las capacidades para que éstos puedan ejercer sus
derechos plenamente, con el objetivo de construir una ciudadanía participativa
consciente de sus derechos y capaz de reivindicarlos. A este respecto, resulta clave
la plena asunción del concepto de ciudadanía, que exige también una conducta
activa y responsable derivada, en última instancia, de la dignidad de la persona.
Se prioriza el trabajo con los grupos más pobres y marginados, con un alto nivel
de vulnerabilidad que les hace no poder ejercer sus derechos. Muchos de estos gru-
pos, además de no encontrarse en condición de ejercer sus derechos, desconocen
su existencia.

También son titulares de derechos algunos grupos sociales: los niños, niñas y ado-
lescentes, las mujeres, los trabajadores, los emigrantes y refugiados, las personas
con discapacidades, los grupos étnicos, los grupos religiosos, etc., que poseen dere-
chos y libertades como grupos humanos.
En relación con el DA, todos los seres humanos son titulares de este derecho. Sin
embargo, teniendo en cuenta los principios de igualdad y no discriminación reco-
gidos en las Directrices Voluntarias para el derecho a la alimentación, las acciones
se deben focalizar en los individuos y grupos más pobres y vulnerables que gene-
ralmente quedan excluidos de los procesos que determinan las políticas de
seguridad alimentaria y nutricional. 

¿Quiénes son los titulares de obligaciones? 

Desde el propio concepto de los derechos humanos, no existen derechos si no hay
obligaciones y titulares que deben ejercerlas. Los titulares de obligaciones son todas
las instituciones, entidades y organizaciones que forman parte de la estructura del
Estado. Como ya hemos visto en el capítulo 1, el Estado como titular de obliga-
ciones jurídicas en relación al cumplimiento y desarrollo efectivo de los derechos
humanos tiene esencialmente tres obligaciones: proteger, respetar y hacer efecti-
vos los derechos humanos.

El Estado es responsable de crear un entorno reglamentario apropiado. Las leyes y
las políticas nacionales deben detallar cómo se cumplirán las obligaciones del
Estado en materia del  derecho a la alimentación en los niveles nacional, provincial
y local, y la medida en que los individuos, las empresas, las entidades de gobierno
local, las ONGD y otras organizaciones de la sociedad civil compartirán directa-
mente la responsabilidad de la ejecución.
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b. entender  la estrecha relación existente entre los diferentes 
derechos humanos

En el análisis causal podemos identificar otros derechos que también se pueden
ver vulnerados como efecto de la vulneración del derecho a la alimentación, como
pueden ser el derecho a la salud y el derecho al agua. O viceversa, es decir, la vio-
lación de un derecho (como por ejemplo el derecho a la educación) puede tener
efectos en la vulneración del DA.

En este sentido, es importante entender la estrecha relación que existe entre los dis-
tintos derechos humanos. Por ejemplo, Prosalus ha definido su estrategia en torno
a tres derechos (salud, agua y alimentación) por lo que en todo su accionar siempre
se proyecta la interrelación e interdependencia que existe entre esta terna, en la que
se prioriza el enfoque de género, tratando de incidir en las barreras que impiden
una situación igualitaria ante el ejercicio de los derechos entre hombres y mujeres.

3. Análisis de los actores: obligaciones y capacidades

En un proyecto de seguridad alimentaria y nutricional enfocado a responder a las
necesidades alimentarias de la población, los actores del proyecto se suelen clasi-
ficar dentro de las siguientes categorías: beneficiarios o participantes, contrapartes,
actores institucionales... Cuando utilizamos un enfoque de derechos, el análisis de
los implicados se amplía puesto que se identifican y asignan roles a todos los acto-
res del proceso de desarrollo con base en los conceptos utilizados en derechos
humanos según las siguientes tres categorías: titulares de derechos, titulares de
obligaciones y titulares  de responsabilidades.

¿Quiénes son los titulares de derechos?

Los titulares de derechos son todos los seres humanos. Con el enfoque de dere-
chos, el ser humano pasa de ser un sujeto con necesidades que deben ser cubiertas
a ser sujeto de derechos con capacidades para ejercerlos. La persona es sujeto
activo del desarrollo, protagonista de los cambios y transformaciones de su comu-
nidad / sociedad.

En los proyectos con un enfoque basado en los derechos humanos, la participa-
ción de los titulares de derechos tiene que ser el núcleo real, no solo formal, en los
procesos de identificación y diseño de las acciones que se van a realizar. Las accio-
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para cultivarla, o carece de empleo o de un sistema de protección social que le per-
mita tener suficientes recursos para alimentar adecuadamente a sus hijos, no puede
cumplir con sus responsabilidades ni hacer efectivo el derecho a la alimentación de
sus hijos porque se están vulnerando sus propios derechos.
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Las acciones de los proyectos de cooperación deben estar dirigidas a potenciar las
capacidades de los poderes públicos para que cumplan debidamente con sus obli-
gaciones. Es frecuente que existan lagunas y carencias en las instituciones públicas
de los países en desarrollo que impiden que el Estado cumpla con las funciones que
le corresponden. Estas limitaciones pueden estar motivadas por causas de diversa
índole: política, cultural, falta de capacidades, recursos insuficientes…, por lo que es
importante determinar las causas (el ¿por qué?) por las que ciertas obligaciones no
son cumplidas por las instituciones públicas para diseñar acciones de fortalecimiento
de estas instituciones para que ejecuten adecuadamente las políticas públicas.

¿Quiénes son los titulares de responsabilidades?

El ser humano, al igual que tiene derechos, tiene responsabilidades relacionadas
con el cumplimiento y desarrollo de los derechos humanos por el mero hecho de
formar parte de una sociedad. Los individuos, familias, organizaciones sociales, uni-
versidades, autoridades locales, las empresas nacionales e internacionales, los
medios de información, las agencias donantes, las organizaciones internacionales,
así como las distintas instituciones constituidas por los ciudadanos que juegan un
papel en la sociedad, se identifican como titulares de responsabilidades.

A diferencia de las obligaciones, que solo atañen al Estado, la responsabilidad tiene
un carácter más moral y ético relacionado con la concepción de ciudadanía y de
derecho, y todos estos actores (titulares de responsabilidad) son responsables de
conseguir la plena realización de los derechos humanos.

Los titulares de responsabilidades tienen un rol específico que se debe tener en
cuenta a la hora de identificar los actores, puesto que el cumplimiento o incum-
plimiento de sus responsabilidades tiene implicaciones en la realización de los
derechos humanos, sobre todo en los más vulnerables. Por ejemplo, las empresas
tienen la responsabilidad de no menoscabar el disfrute de los derechos humanos de
la ciudadanía, en particular de los más vulnerables, teniendo el potencial de actuar
como actores de desarrollo.

Una vez realizada la identificación de actores, debemos analizar las relaciones
entre titulares de derechos, obligaciones y responsabilidades y sus roles ya
que pueden influir positiva o negativamente en el resto de los actores. Por ejemplo,
una madre jefa de familia es titular de derechos pero también de responsabilidades
con relación a sus hijos. Si no tiene acceso a la tierra de cultivo y conocimientos
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TITULARES DE DERECHOS 

• Familias campesinas en condiciones de alta vulnerabilidad social, económica,
alimentaria y ambiental

• Grupos de productores y productoras de subsistencia

• Ciudadanos y ciudadanas sin acceso a recursos técnicos y financieros para la
producción

• Ciudadanos y ciudadanas sin acceso a servicios básicos

• Población infantil en condiciones de malnutrición y en riesgo de desnutrición

• Comunidad educativa

• Grupos de mujeres, jóvenes, personas discapacitadas

TITULARES DE OBLIGACIONES 

• Municipalidades

• Gobierno central a través de las siguientes Secretarías: Agricultura y Ganadería,
Recursos Naturales y Ambiente, Salud, Educación, Gobernación y Justicia.

TITULARES DE RESPONSABILIDADES 

Entes privados: 

• Red de Comercialización Comunitaria Alternativa (COMAL)

• Coalición de Seguridad Alimentaria y Nutricional (SAN)

• Instituto Hondureño del Café (IHCAFE)

• Red de Seguridad Alimentaria y Reforma Agraria (SARA)

Otros actores:

• Cajas rurales de ahorro y crédito

• Asociaciones, grupos de productores y patronatos comunitarios.

• Mesas Municipales de Seguridad Alimentaria

• Grupo de Gestión de Riesgo de las Agencias de Cooperación y Mesa de Gestión 
de Riesgo de ONGD

• Mesas Regionales de Gestión del Riesgo

• Alianza Interinstitucional por la Educación en Gestión del Riesgo

• Red Humanitaria de Honduras

recuAdro 25 - identificación de actores en un proyecto de dA en honduras
convenio de seguridad Alimentaria y gestión de riesgos en centroamérica

Ayuda en Acción

Fuente: elaboración IEH con información de Ayuda en Acción



Para realizar el análisis entre derechos y deberes se recomienda elaborar una matriz
con los diferentes actores en la que los titulares de derechos, obligaciones y res-
ponsabilidades se sitúen en ambos ejes. Se analizaran las relaciones (derechos y
deberes) de cada uno con el resto. Es importante, plantear previamente un
pequeño debate sobre los derechos y deberes en relación a la vulneración del dere-
cho a la alimentación, para poder después completar la matriz. En el recuadro 26
se presenta la matriz para un caso hipotético de desnutrición infantil. 

Análisis de capacidades

Una vez identificadas las relaciones entre los actores, pasamos a analizar los moti-
vos por los que el derecho a la alimentación ha sido vulnerado o corre el
riesgo de ser vulnerado. Frecuentemente la causa radica en que los titulares de obli-
gaciones no tienen las capacidades necesarias para cumplir con sus obligaciones y
los titulares de derechos carecen de las capacidades que precisan para reclamar sus
derechos.

Como hemos visto, todos los seres humanos tenemos derechos y responsabilida-
des (menos los niños y niñas pequeños que solo tienen derechos), y por tanto,
todos necesitamos capacidades para reclamar nuestros derechos y cumplir con
nuestras obligaciones. 

Según Urban Jonsson, para realizar el análisis de capacidades desde una pers-
pectiva de derechos humanos debemos tener en cuenta los siguientes elementos
(Jonsson, 2003:54):

Responsabilidad/motivación/compromiso/liderazgo. Se refiere al reconoci-
miento por parte de los titulares de obligaciones de que debieran hacer algo frente
al problema planteado. Significa aceptación, interiorización de un deber, asumir
una responsabilidad, tanto en términos legales como morales. 

Autoridad. Se refiere a la legitimidad de una acción, es decir, cuando un miembro
o institución del Estado sabe que puede llevar a cabo una acción y que esta es per-
misible. En general, las leyes, las normas formales e informales, las tradiciones y
los patrones culturales determinan lo que es y no es permisible. Es importante tener
en cuenta que la estructura de la autoridad en una sociedad refleja sus relaciones
de poder.
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Fuente: elaboración IEH basada en “Human Rights approach to Development Programming” U. Jonsson, UNICEF, 2003 
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Acceso y control de los recursos. Una vez que los titulares de obligaciones acep-
tan que deberían hacer algo sobre el problema planteado y lo pueden hacer, se
necesita evaluar si disponen de los recursos necesarios. En general, los recursos dis-
ponibles se pueden clasificar en los tres tipos:

• Recursos humanos, incluyen el tiempo, habilidades, motivación, experiencia...
de las personas para afrontar al problema. 

• Recursos económicos, incluyen tierra, recursos naturales, medios de producción,
tecnología, crédito…que se necesitan para solucionar el problema. 

• Recursos organizativos, incluyen organizaciones formales e informales (familia,
ONGD, instituciones…) que pueden compensar la falta de recursos económi-
cos, especialmente en momentos de crisis. 

Capacidad para tomar decisiones racionales y aprender. Para tomar decisio-
nes racionales es necesario realizar un diagnóstico basado en la evidencia y un
análisis lógico de las causas del problema. Una vez que se toman las decisiones y
se pone en marcha una determinada intervención, se deben evaluar los resultados
y el impacto obtenidos con dicha acción con el fin de mejorar el análisis y las accio-
nes siguientes. Todo este proceso depende en gran medida de la capacidad de
comunicarse.

Capacidad de comunicación. La capacidad de comunicarse y tener acceso a los
sistemas de información y comunicación es esencial para los individuos y los gru-
pos tanto en sus esfuerzos para reclamar sus derechos, como en el cumplimiento
de sus responsabilidades. A través de la comunicación, los titulares de obligacio-
nes y derechos pueden reconocer el problema, analizar sus causas y reunir los
recursos necesarios para enfrentarlo

Para realizar el análisis de capacidades e identificar las limitaciones existentes reco-
mendamos elaborar una serie de matrices (una para cada grupo de titulares de
obligaciones y responsabilidades) en la que los titulares de derechos se sitúen en el
eje horizontal y los 5 elementos esenciales para el desarrollo de capacidades que
acabamos de describir en el eje vertical. En el recuadro 27 se presenta la matriz de
análisis de capacidades del Gobierno local en el mismo caso hipotético de desnu-
trición infantil que hemos visto en el apartado anterior. 
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recuAdro 27 - Matriz de análisis de capacidades del gobierno local 
para desnutrición infantil

Motivación

Autoridad

Recursos

Toma de
decisiones

Comunicación

No reconocen la
nutrición de los
niños/as como
un derecho

El lenguaje
utilizado no
está adaptado a
los niños/as

Interesados en
actividades
productivas e
infraestructuras
y no en temas
sociales

Desconfianza
hacia las
autoridades y
manejo político

No cuentan con
medios de
transporte para
desplazarse en
las
comunidades

La relación con
las autoridades
locales es
mínima

Las autoridades
locales no
pueden
movilizar a
todos
trabajadores
comunitarios
solo a los de su
afiliación
política

La desnutrición
no es
considerada una
prioridad

Responden a
autoridad
central y no
local

No hay recursos
para materiales
y formación

No hay
seguimiento de
los avances y
limitaciones 

El responsable
local de salud
no escucha a
los trabajadores
de salud.

No están de
acuerdo en
aportar
suplementos
nutricionales a
madres
gestantes y
lactantes 

Toma de
decisiones de
arriba abajo sin
consulta.

Falta de
recursos para
complementar
alimentación de
familias más
vulnerables 

Tan solo tienen
en cuenta a un
grupo de padres
/ madres

La
comunicación
con los padres
es escasa

Titulares de
derechos

Capacidades

Niños y niñas Trabajadores
comunitarios

Trabajadores del
centro de salud

Padres y madres

Fuente: Elaboración IEH
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b. selección de la intervención

Una vez que sabemos qué cambios son necesarios para alcanzar la situación de-
seada, tendremos que seleccionar la mejor estrategia para lograr dichos cambios
teniendo en cuenta nuestras capacidades, experiencia y recursos.

Además, teniendo en cuenta que estamos formulando un proyecto con enfoque de
derecho a la alimentación, la intervención seleccionada debe actuar no solo sobre
los efectos sino especialmente sobre las causas de la vulneración del DA. También

De igual manera se deberían realizar matrices para encontrar las debilidades de
titulares de obligaciones como los padres, los trabajadores comunitarios o los tra-
bajadores de los centros de salud. 

Algunas recomendaciones adicionales para esta fase:

- En una primera etapa, se deben identificar todos los actores que directa o in-
directamente tengan relación con el DA y el grupo de individuos o comunidad
con la que se va a trabajar.

- En una segunda etapa, se establecerán criterios para afinar la selección, focali-
zando en los grupos con mayor relevancia pero sin olvidar la incidencia indirecta
de algunos actores para el cumplimento de las obligaciones.

- Se debe tener presente que la identificación y análisis de los diferentes actores
es un proceso que requiere participación, esfuerzo y tiempo de trabajo.

4. selección y diseño de la intervención

Una vez que hemos realizado el análisis del contexto y de las causas de la vulnera-
ción del derecho a la alimentación, y hemos identificado los actores, analizado sus
relaciones y la brecha de capacidades, estamos en disposición de seleccionar y dise-
ñar la intervención más adecuada para resolver el problema de inseguridad
alimentaria planteado. 

Es esencial que en esta etapa, como en las anteriores, participen activamente todos
los actores puesto que la apropiación, el compromiso y la motivación son impres-
cindibles en un proyecto con enfoque de derecho a la alimentación, aunque este
proceso requiera tiempo para lograr una participación representativa en la que los
titulares de derechos tengan un papel protagónico. En esta etapa recomendamos
seguir los siguientes pasos: 

a. elaboración del árbol de objetivos

Para identificar la situación que queremos lograr con nuestra intervención, realiza-
remos el árbol de objetivos. Este árbol se elabora a partir del árbol de problemas,
convirtiendo los problemas en objetivos que expresan su solución (en la parte supe-
rior del árbol) y las causas en los medios para abordarlos (en la parte inferior). De
esta forma, el árbol de objetivos viene a representar los cambios esperados para
transformar la situación actual en la situación deseada.

gráfico 3 – ejeMPlo de árbol de objetiVos

Aumento % bebés
nacidos vivos

Reducción niños/as con
desnutrición crónica 

Menor prevalencia 
de enfermedades 

en infancia 

Mejoras nutricionales 
en madres gestantes 

y lactantes

Protección del derecho a la alimentación en niños/as menores de 3 años 

Aumento de la frecuencia
y duración de lactancia

materna

Seguimiento de embarazo
e índices antropométricas

en bebés

Políticas agrícolas que
protegen los intereses de

pequeña agricultura

Cumplimiento del
Código Internacional

sucedáneos leche
materna

Políticas de salud
priorizan nutrición 

de grupos de mayor
vulnerabilidad

Dietas
alimentarias

ricas y
diversificadas

Aumento
producción de
alimentos en

pequeña
agricultura

Prohibición
marketing de

leche
maternizada
en hospitales

Servicios
post-parto
valorizan
lactancia
materna

Medios
materiales 
y humanos

suficientes en los
centros de salud

Fuente: elaboración IEH



relación con la vulneración de este derecho. Hay que tener en cuenta que un pro-
yecto no va a conseguir la realización del DA pero sí puede contribuir a que este se
haga efectivo.

Para ilustrarlo, tomamos como ejemplo la evolución de la formulación del objetivo
general en los últimos convenios de Ayuda en Acción en Centroamérica.
En 2006, el objetivo general del convenio de esta ONGD  (sin enfoque de dere-
chos) era el siguiente: 

Reducir los niveles de inseguridad alimentaria en la población centroamericana,

particularmente en la población afectada por el Huracán Stan.

Si se hubiera utilizado enfoque de derechos, este objetivo habría sido:

Contribuir a que se haga efectivo el derecho a la alimentación de las pobla-

ciones afectadas por el Huracán Stan.

En 2010, Ayuda en Acción firmó un nuevo convenio utilizando esta vez enfoque de
derechos. El objetivo general se enunció de la siguiente manera:

Contribuir a mejorar la capacidad de las familias, actores locales y nacionales para

la seguridad y soberanía alimentaria, la gestión de riesgos, la adaptabilidad al cam-

bio climático y el acceso al agua, contribuyendo a la reducción de la pobreza y el

ejercicio de los derechos humanos, con un enfoque de género, en zonas expues-

tas a la vulnerabilidad y la pobreza.

Este objetivo es tal vez demasiado detallado y se podría reformular dando un mayor
énfasis al derecho a la alimentación, mediante el siguiente ejemplo: 

Contribuir a que se haga efectivo el derecho a la alimentación y al agua de

las familias de zonas de elevada vulnerabilidad y pobreza mejorando la

gestión de riesgos y la adaptabilidad al cambio climático

La definición del objetivo específico

Para definir el objetivo específico es importante evidenciar hacia qué aspecto con-
creto del DA va a ir dirigido el proyecto. En este momento es importante detallar
si va a estar dirigido a fortalecer las capacidades de los titulares de obligaciones
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debe promover  la participación de los titulares de derechos, obligaciones y res-
ponsabilidades en todo el proceso y fortalecer sus capacidades. 

Para ello es importante que nos preguntemos: ¿Qué se puede hacer para reducir
la brecha de capacidades de los titulares de derechos obligaciones y responsabili-
dades que hemos identificado?

Una manera sencilla de responder a esta pregunta consiste en transformar las
matrices de análisis de capacidades en acciones concretas para resolver las limita-
ciones. Por ejemplo, si la limitación es la falta de motivación de tomadores de
decisión en la región y la falta de recursos –habilidades– de técnicos locales, se pro-
pondrá poner en marcha acciones que sensibilicen en la región sobre el tema de la
desnutrición infantil y acciones de formación de los técnicos locales para abordar
el problema. 

De esta manera obtendremos una larga lista de acciones, que en su mayoría esta-
rán incluidas en las siguientes categorías: incidencia, capacitación, educación,
provisión de servicios e información. Cada una de estas intervenciones puede plan-
tearse también a diferentes niveles de la sociedad donde pretendemos actuar
(hogar, escuelas, centros de salud, comunidad, distrito, provincia o país).

Incluso una vez consolidadas bajo estas categorías y niveles pueden continuar siendo
demasiadas y probablemente tendremos que seleccionar algunas de ellas. Para hacer
esta selección, además de tener en cuenta nuestras capacidades, experiencia y recur-
sos, tendremos que considerar las necesidades de los grupos vulnerables, las
prioridades dentro de las políticas públicas, el coste y la sostenibilidad.

c. diseño de la intervención

Una vez definida la estrategia o línea de intervención, pasaremos a formular el pro-
yecto, es decir, definir el objetivo general, objetivo específico, resultados y
actividades.

La definición del objetivo general

El primer paso es la definición del objetivo general, que en un proyecto de SAN
con enfoque de derechos humanos debe estar relacionado con el fortalecimiento
del DA de nuestro grupo objetivo, indicando el cambio que se espera conseguir en
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Resultados

Los resultados responden a los cambios concretos que pretendemos conseguir
con la intervención. En su formulación debemos tener en cuenta las causas sub-
yacentes y estructurales así como los análisis realizados. Podemos formular
resultados para los titulares de derechos, de obligaciones y de responsabilidades,
así como resultados para todos los grupos o para algún grupo solamente depen-
diendo de los casos.

Volviendo al convenio de Ayuda en Acción de 2010, se formularon los siguientes
resultados para los objetivos específicos descritos anteriormente: 

R.1.1. Se han establecido y/o mejorado los medios de producción y/o de vida de
familias para la generación de alimentos y de ingresos que contribuyan a
diversificar su dieta alimenticia y estado nutricional.

R.1.2. Se ha fortalecido la capacidad de incidencia en políticas públicas sobre segu-
ridad y soberanía alimentaria, de los actores locales, nacionales y regionales
involucrados en el convenio.

R.2.1. La población involucrada en el convenio está informada y sensibilizada sobre
la gestión de riesgos con enfoque de género, partiendo de las capacidades
y saberes comunitarios.

R.2.2. La población involucrada en el convenio ha realizado acciones sobre pre-
vención, preparación y mitigación de riesgos y medidas de adaptación al
cambio climático.

R.2.3. Se ha fortalecido la capacidad de incidencia en políticas públicas sobre ges-
tión de riesgos, de los actores locales, nacionales y regionales involucrados
en el convenio.

En este caso, se podrían separar por grupos de titulares porque están bien dife-
renciados:

Resultados para titulares de derechos:
• La población objetivo tienen una dieta diversificada y un mejor estado nutricional
• La población objetivo conoce y pone en práctica acciones de prevención, pre-

paración y mitigación de riesgos basados en los saberes comunitarios,  y medi-
das de adaptación al cambio climático.

• La población objetivo conoce su derecho a una alimentación adecuada y tiene
las capacidades necesarias para incidir en las decisiones del gobierno local.

77

locales; o bien, si los esfuerzos van a estar centrados en empoderar a los titulares
de derechos, tanto para que conozcan o exijan el cumplimiento de sus derechos
como para que ejerzan control social en la implementación de las políticas públicas;
o si el proyecto va a estar dirigido hacia ambos, instituciones del Estado y sociedad
civil / comunidades. Estos deberían ser aspectos parta tener en cuenta en el obje-
tivo específico de cualquier proyecto que se formule bajo la denominación y el
enfoque de DA.

En todo caso debemos tener en cuenta la intervención seleccionada, el análisis de
capacidades y las causas inmediatas de vulneración del DA que pretendemos
modificar.

Si continuamos con el ejemplo del convenio de Ayuda en Acción de 2010, se mar-
caron dos objetivos específicos:

- Incrementar los niveles de seguridad y soberanía alimentaria de las familias, mejo-

rando la capacidad de acceso a una alimentación adecuada. Fortalecer las

capacidades de los actores locales, nacionales y regionales para la promoción y

ejercicio del derecho a la alimentación desde el enfoque de género en El Salva-

dor, Guatemala, Honduras y Nicaragua.

- Fortalecer las capacidades de las familias y comunidades para reducir su vulne-

rabilidad (crear comunidades resilientes a las amenazas) y fortalecer capacidades

de incidencia de actores locales, nacionales y regionales involucrados.

En estos objetivos se pone de manifiesto que el convenio va a trabajar en dos ámbi-
tos, con instituciones del Estado y de la sociedad civil y en diferentes ámbitos (local,
nacional y regional). En general, se recomienda definir un único objetivo específico
y detallar los demás aspectos en la formulación de los resultados. En este caso, el
objetivo específico podría concretarse así:

Contribuir a la creación de mecanismos locales para asegurar el acceso a

una alimentación adecuada y reducir la vulnerabilidad de la población

objetivo a través del fortalecimiento de capacidades de la población obje-

tivo y de  los actores locales, nacionales y regionales
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cíficas para que sean conscientes de las desigualdades de poder y puedan reaccio-
nar y participar activamente en las acciones del proyecto dirigidas a la realización
efectiva del derecho a la alimentación.

Es importante tener en cuenta la igualdad de género en todas las acciones de la
intervención, para promover la participación de las mujeres en todos los procesos
sin aumentar su carga de trabajo.

Los grupos marginados deben ser empoderados a través de actividades de capa-
citación específicas para que sean conscientes de las desigualdades de poder y
puedan reaccionar y participar activamente en las acciones el proyecto dirigidas
a la realización efectiva del derecho a la alimentación. Es importante tener en
cuenta la igualdad de género en todas las acciones de la intervención, para pro-
mover la participación de las mujeres en todos los procesos sin aumentar su carga
de trabajo.
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Resultados para titulares de obligaciones: 
• Los gobiernos locales, nacionales y regionales articulan y coordinan las políticas

públicas de seguridad alimentaria y gestión de riesgos para garantizar el dere-
cho a la alimentación en el ámbito local.

Resultado para titulares de responsabilidades
• La población objetivo y las autoridades locales están capacitadas para mejorar

los sistemas de producción y los medios de vida de la población objetivo.

Actividades

Por último, tendremos que definir las acciones que necesitamos realizar para con-
seguir estos resultados. También se recomienda definir actividades para los distritos
grupos. Entre las actividades más frecuentes se encuentran: talleres y cursos, cam-
pañas de sensibilización, elaboración de materiales, estudios y diagnósticos,
organización de demostraciones prácticas…

iMPlEMEntAciÓn

Aplicar el enfoque de DA en la implementación de un proyecto de SAN significa
garantizar que los principios de los derechos humanos son respetados durante toda
la ejecución del proyecto. Universalidad, interdependencia, igualdad y no discrimi-
nación, participación e inclusión, rendición de cuentas, transparencia… son
características esenciales para la implementación de un proyecto con enfoque de
derechos.

A continuación vamos a revisar algunos elementos que recomendamos tener en
cuenta durante la implementación de un proyecto SAN orientado hacia el DA.

igualdad y no discriminación

Se debe dar prioridad a los grupos más vulnerables y marginados (ancianos, muje-
res cabeza de familia, indígenas, etc.). Es importante que no exista desigualdad en
el proceso de implementación puesto que a veces las desigualdades de poder lle-
van a que algunos grupos (líderes comunitarios, campesinos hombres y otros)
tengan mayores beneficios del proyecto (influencia en la toma de decisiones, en la
participación en capacitaciones, selección de participantes) que otros. Los grupos
marginados deben ser empoderados a través de actividades de capacitación espe-
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recuAdro 28 - ejemplos de aplicación del enfoque de género 
en desarrollo en proyectos de dA

Entre los principales ejes de transversalización de género hay que mencionar:

• Acceso equitativo a los recursos naturales para la producción de alimentos (tierra y

agua, fundamentalmente). Ejercicio igualitario de derechos propietarios (acceso a

crédito –micro-, herencia, asociacionismo sindical, control de los recursos)

• Promoción de la participación de las mujeres en la definición de la estrategia pro-

ductiva familiar y destino de los excedentes (y en el control de los recursos econó-

micos generados, en su caso)

• Visibilización del triple rol de la mujer y reequilibrio de carga de trabajo

• Incidencia en la división sexual del trabajo y las inequidades que implica (esferas pri-

vada y pública, se busca mayor implicación de los varones en tareas de cuidado y

mayor participación de las mujeres en la toma de decisiones -gestión local-, em-

poderamiento y capacidad propositiva)

• Tecnologías ahorradoras de tiempo en las tareas productivas asumidas por mujeres

(gestión de agua y cuidado del ganado, principalmente), con orientación del tiempo

ahorrado hacia ocio, cuidado/desarrollo personal o participación política (evitando

que asuman más carga de trabajo).

Fuente: elaboración IEH con información de PROSALUS



en un enfoque de comunidad (Prosalus), la segunda basada en un enfoque fami-
liar mediante un sistema de incentivos diferenciado por niveles de las familias
(Acción contra el Hambre).

El enfoque de intervención de la comunidad trata de que el conjunto de las fami-
lias que conforman la comunidad participe en las decisiones a través del
fortalecimiento de sus organizaciones de base naturales y priorizando a unas u otras
familias según la línea de intervención de que se trate. La selección de familias en el
seno de la comunidad se puede dar atendiendo a criterios de vulnerabilidad, de
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Promover la participación

La implementación de programas y proyectos de DA requiere de la participación
tanto de los titulares de derechos (por ejemplo, las comunidades) como de los titu-
lares de obligaciones (por ejemplo, los políticos). Normalmente hace falta poner en
marcha actividades específicas para cada grupo y otras actividades comunes a
todos los actores para iniciar el diálogo sobre la vulneración del DA y las posibles
soluciones. Si son temas especialmente delicados en proyectos de incidencia, será
necesario que las estrategias sean a largo plazo para involucrar a los gobiernos. 

Es esencial promover la participación de los grupos más vulnerables y marginados,
puesto que normalmente su participación se limita a la fase de diagnósticos y reco-
gida de información. Los procesos y beneficios de los proyectos suelen ir a las
comunidades que se encuentran en lugares de fácil acceso, quedando sin apoyo las
poblaciones rurales de las zonas más remotas, donde normalmente se encuentran
los excluidos. 

Otro factor a tener en cuenta es que frecuentemente los grupos más vulnerables
no participan en la implementación del proyecto porque no tienen acceso a infor-
mación sobre el mismo por no estar en un formato accesible o amigable para ellos
o por no estar en la lengua local.

En este sentido, es importante contar con una estrategia inclusiva de difusión y
socialización del proyecto, aprovechando los eventos de reunión ordinaria de la
comunidad. El evento de socialización está sujeto a la disponibilidad de los miembros
de la comunidad y debe servir para socializar los objetivos del proyecto y la estrate-
gia de trabajo, aclarando dudas tanto de las posibles familias implicadas como de las
autoridades locales, para incorporar en la propuesta los “saberes previos” de la
población, incluyendo aspectos propios de su cultura, difundir los alcances del pro-
yecto para planificar qué familias quieren participar del mismo y bajo qué criterios
se seleccionarán a estas, y para acordar los compromisos que asumen cada una de
las partes. Es fundamental asegurar que nos dirigimos tanto a hombres como a
mujeres e incluso que se buscan espacios exclusivos de mujeres para conocer sus
percepciones sobre la iniciativa, y que tengan en cuenta a toda la comunidad. 

Existen diferentes estrategias para identificar a los participantes en un proyecto de
desarrollo. De las experiencias analizadas entre las ONGD que forman parte de la
campaña “Derecho a la alimentación. URGENTE” destacan dos: la primera basada
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recuAdro 29 - criterios de selección de la población vulnerable
Proyecto Arariwa - Perú. Prosalus

Para identificar y seleccionar a las familias y comunidades más vulnerables, el proyecto

estableció los siguientes criterios de selección:

• Familias de agricultores con niños menores de 2 años y con mujeres gestantes/ Nº
de hijos en situación de desnutrición aguda y crónica.

• Hogares con jefatura femenina/ Grado de desestructuración familiar (viudas, huér-
fanos, etc.).

• Baja producción y productividad agropecuaria por desconocimiento de las innova-
ciones tecnológicas.

• Familias con problemas de inseguridad alimentaria y desnutrición, pero con gran vo-
luntad de cambio.

• Familias que consumen agua contaminada sin ningún tratamiento o con acceso li-
mitado.

• Interés de participar en el proyecto, disponibilidad a aportar con su mano de obra
y terrenos.

• Comunidades ubicadas a mayor distancia que no acceden a los servicios básicos (sa-
lud, educación, comunicación masiva, etc.)

• Juntas directivas comunales con escaso conocimiento de sus funciones y de gestión
participativa.

La selección se realizó en asamblea comunal, donde los interesados solicitaron formar

parte del proyecto, en presencia de los directivos y compañeros de la comunidad. Una vez

definidas las familias, se programaron las visitas domiciliarias para verificación y aplicación

de la ficha socioeconómica familiar. Al finalizar la intervención, las comunidades han

adquirido la capacidad de identificar a los grupos vulnerables sin ayuda del proyecto.

Fuente: elaboración IEH con información de PROSALUS



En todo caso, es importante que los beneficiarios no sean sólo los campesinos y
campesinas sino también las municipalidades distritales y provinciales, los espacios
de concertación, las jefaturas regionales de salud, agricultura, asistencia social, orga-
nismos públicos y/o privados. Cada uno en función de sus propias responsabilidades.

fortalecer capacidades para la incidencia política

Como hemos visto en los apartados anteriores, los proyectos de SAN con enfoque
de derecho a la alimentación pretenden reducir la brecha de capacidades para que
los titulares de obligaciones puedan cumplir con sus responsabilidades y los titula-
res del derecho puedan reclamar su vulneración. Por tanto, el fortalecimiento de
capacidades a todos los niveles es esencial durante la implementación del proyecto. 

Uno de los aspectos básicos y diferenciadores entre los proyectos de seguridad ali-
mentaria y los de derecho a la alimentación es el componente de incidencia en
políticas para lograr incluir el enfoque de derechos en los planes institucionales públi-
cos. El éxito de los proyectos de DA dependerá en gran medida de generar, desde
los procesos de capacitación, mecanismos para fomentar el compromiso político y
la adopción de responsabilidades por parte de los titulares de obligaciones.

Uno de los mecanismos que ha dado excelentes resultados es el fomento de los
espacios de concertación, su fortalecimiento y legitimización. Dichos espacios se
constituyen en  plataformas de debate y generación de propuestas,  desarrollando
y fortaleciendo las capacidades de propuesta de sus integrantes en la identifica-
ción y priorización de proyectos y programas, y la democratización de estos
espacios promoviendo la inclusión de nuevos actores. Desde los espacios de con-
certación se pueden generar acciones de incidencia en las políticas públicas. Un
ejemplo es el fortalecimiento del Consejo Regional de Seguridad Alimentaria
(CORSA) en Cuzco (Perú), en el marco de las actuaciones de Prosalus, que se deta-
lla en el recuadro 30.

83

motivación y dinamismo de la familia o que no hayan incumplido con anteriores
compromisos hacia la comunidad. Este procedimiento cobra especial relevancia
cuando las acciones en las que se define la participación están relacionadas con
infraestructuras, inversiones y/o dotación de insumos (ya que las capacitaciones
generalmente no están restringidas y alcanzan a todo el que desee participar). En
general priman criterios de vulnerabilidad y de contribución responsable a la comu-
nidad (histórico en las relaciones con la comunidad), adquiriendo protagonismo las
organizaciones campesinas (o indígenas, en su caso) en la decisión de qué familias
entran al convenio. El procedimiento general de selección consiste en una demanda
previa de las distintas familias (que supera con creces las posibilidades de cobertura
del proyecto) y un posterior debate en el seno de la organización comunitaria en el
que se valoran las características de cada familia aspirante. 

El sistema de incentivos diferenciado, promovido desde los proyectos de desa-
rrollo en estrecha vinculación con las organizaciones locales y los gobiernos, clasifica
las familias beneficiarias en tres niveles: muy vulnerables (con las que se trabaja a
nivel muy básico), familias con herramientas para producir alimentos pero cuya situa-
ción no es nutritivamente completa (entendiendo que en el enfoque de DA producir
y nutrirse van de la mano), y familias con capacidad para comercialización con rubros
generadores de renta. Esta diferenciación permite, por un lado, que los titulares de
derechos puedan accionar según la conciencia del grado de vulneración de dere-
chos y las capacidades que identifican en sí mismos; y por otro lado, permite a las
familias y a las instituciones del Estado conocer en qué medida y en qué grado el
derecho ha sido vulnerado, con vistas a que los titulares de obligaciones sean cons-
cientes y respondan de manera heterogénea a cada grupo familiar.
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gráfico 4 – tiPologíA de hogAres con APoyo diferenciAdo 
del Proyecto Ach PArAguAy

400 familias campesinas y 500 familias indígenas con
alto grado de inseguridad alimentaria

400 familias con menor riesgo de inseguridad
alimentaria. Tienen experiencia organizativa con fines
productivos y comerciales

800 familias con asistencia de la DEAg y/o relación
con Copertativas Capiibary y Ycua Bolaños

20.000 familias campesinas de Departamento 
de Caazapá (beneficiarios indirectos)
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En el ámbito local, en diversos países se fomenta la creación de las mesas inter-
institucionales que promueven el vínculo entre las autoridades locales y las minis-
teriales. En estas mesas la sociedad civil también contribuye en traducir los avances
en la consideración del derecho en el ámbito local a través de medidas concretas,
pues en la comunidad no hay posibilidad de abstracción y es donde los plantea-
mientos del DA se hacen realidad (por ej. promoviendo mercados de alimentos,
ferias, analizando la relación entre producción y nutrición, etc.).

transparencia, rendición de cuentas y control social

En los proyectos con enfoque de DA es necesario establecer un sistema de rendi-
ción de cuentas transparente y accesible que describa con claridad los roles y
responsabilidades de los diferentes actores, que establezca procesos transparentes
de toma de decisiones, que proporcione información sobre la gestión del proyecto
de forma transparente a todos los actores (incluyendo las responsabilidades de los
actores y los criterios establecidos para la toma de decisiones) y que establezca
mecanismos efectivos para exigir responsabilidades. 
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Fuente: elaboración IEH con información de PROSALUS

recuAdro 30 - el proyecto de Arariwa y el consejo regional 
de seguridad Alimentaria corsA como espacio de concertación 

para el dA en la región de cuzco, Perú

La experiencia del proceso apoyado por Prosalus con su socio local Arariwa en Perú

muestra el importante papel que pueden ejercer las ONGD en el “acompañamiento”

de políticas que favorecen la realización del DA. 

En el ámbito nacional, el proyecto de Arariwa está alineado con los programas de dife-

rentes ministerios (de Salud, de la Mujer y Servicios Sociales) y con la Estrategia

Nacional CRECER, el Programa JUNTOS y el Plan de Incentivos a la mejora de la Ges-

tión Municipal (Ley Nº 29332, aprobada en enero de 2010). Este último, por ejemplo,

tiene por objetivo incentivar a los gobiernos locales a mejorar los niveles de recauda-

ción de los tributos municipales para la ejecución del gasto en inversión y la reducción

de los índices nacionales de desnutrición crónica, facultándolos en la implementación

de proyectos o programas sociales para reducir la desnutrición infantil.

En el ámbito regional, el proyecto de Arariwa se alinea con iniciativas públicas como

el Consejo Regional de Seguridad Alimentaria (CORSA) que coordina las acciones que

demanda la implementación de la ERSA (Estrategia Regional de Seguridad Alimenta-

ria) como política regional para el fomento del desarrollo integral de las familias y

comunidades, garantizando los medios de protección social de la madre y el niño, y

su inclusión en los sistemas de producción local. 

El CORSA, integrado por más de 60 instituciones públicas y de la sociedad civil de

Cuzco, es un espacio de concertación, consultivo y de propuesta en materia de segu-

ridad alimentaria y nutrición, que busca posicionar el tema en la agenda del

gobierno regional, municipios e instituciones, a través de mesas de trabajo y talleres

de sensibilización.

El CORSA tiene como objetivo contribuir a la prevención y disminución de la inseguri-

dad alimentaria y la vulnerabilidad; asimismo, disminuir la desnutrición o malnutrición

en sus diversas formas, mejorar las capacidades de desarrollo humano y la calidad de

vida en el departamento del Cuzco. Así, promueve en todas las instancias el derecho

a una alimentación y nutrición de calidad, principalmente de los grupos más vulnera-

bles, para lo cual ha convocado a la sociedad civil a apoyar las acciones orientadas al

ejercicio de este derecho. También ha identificado ONGD en la región que trabajan en

uno, dos o tres componentes de la SAN y que vienen apoyando al CORSA, para que

su experiencia sea socializada a fin de observar la posibilidad de réplica en otros ámbi-

tos, y que haya un espacio de discusión y contribución al desarrollo de la seguridad

alimentaria en la región. 

recuAdro 30 (continuación)

Las acciones distritales/comunales alimentan la gestión del CORSA en el ámbito regio-

nal. Entre las acciones de mayor interés de incidencia en la agenda política local se

encuentran las siguientes: 

• Las organizaciones comunales de mujeres participan con voz y sugerencias en la

toma de decisiones de sus distritos. Los directivos comunales de manera organizada

han participado en los talleres del presupuesto participativo, con propuestas con-

sensuadas,  buscando articular sus demandas con el plan de desarrollo distrital, ar-

ticulando de manera efectiva lo comunal a lo distrital.

• Las municipalidades distritales logran incorporar los temas de SAN como una ac-

tividad importante en el Plan y Presupuesto participativo, lo que significa que las

autoridades locales van apropiándose de las iniciativas demostradas por la inter-

vención. 

• Las mesas temáticas distritales de salud se reúnen para realizar actividades puntuales,

sesiones demostrativas de alimentos, campañas, etc.
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la preocupación por la conservación de sus recursos naturales, a través de prácti-
cas adecuadas para ello, cuyos insumos están disponibles. Además, en el actual
contexto de cambio climático, las prácticas agroecológicas evidencian un claro
aumento de la capacidad de resiliencia de las comunidades.
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Los proyectos de DA también pueden tener un papel clave en el acompañamiento
para la construcción de sistemas de rendición de cuentas y control social. Así, por
ejemplo,  mediante la promoción de la presencia de las organizaciones sociales en
espacios de rendición de cuentas locales, como las reuniones que se realizan anual-
mente para que los gobiernos municipales informen sobre la ejecución real de sus
planes municipales o de los POA de los proyectos que implementan. Una propor-
ción considerable de las propuestas insertadas en POA no llegan normalmente a
ejecutarse o se implementan con retraso y con desviaciones frente a lo aprobado,
por lo que resulta imprescindible activar estos mecanismos de control social de los
titulares de obligaciones y responsabilidades.

El enfoque de DA frecuentemente implica entrar en áreas políticas y controverti-
das, por lo que muchas veces va a surgir una fuerte oposición por parte de los
políticos y una cierta resistencia de la élite en el poder. En estos casos, es clave que
los responsables del proyecto tengan habilidades diplomáticas, de incidencia y de
negociación.

sostenibilidad

Un principio básico en la aplicación del enfoque de derechos humanos en los pro-
yectos de desarrollo es el de la sostenibilidad de los resultados y los procesos
acometidos. En gran medida este principio está muy relacionado con factores de
respeto a la diversidad cultural y al ambiente en el que se desarrolla la interven-
ción. Desde este punto de vista, en las intervenciones dirigidas a la realización del
DA se tiene en cuenta la disponibilidad de insumos y conocimientos locales para la
producción y para la generación de rentas, buscando un equilibrio con el medio. 

La disponibilidad y el acceso a la alimentación adecuada se entiende que debe ser
impulsada garantizándola no solo para las generaciones presentes sino también
para las generaciones futuras. Si las prácticas agropecuarias de una determinada
comunidad implican un deterioro de los recursos naturales disponibles (tierras,
agua, bosques, pastos…) se estará poniendo en peligro el derecho a la alimenta-
ción de las generaciones futuras, que probablemente se verán obligadas a
abandonar su lugar de origen, su tierra, su cultura y forma de vida, no por una
elección libre sino por la imposibilidad de seguir viviendo allí. 
La promoción de enfoques agroecológicos permite que las comunidades, al mismo
tiempo que mejoran y diversifican su capacidad de producir alimentos, incorporen

recuAdro 31 - iniciativas concretas para promover enfoque
agroecológico

Uno de los elementos que facilitan la aplicación del derecho humano a la alimenta-

ción en los proyectos de desarrollo es la adopción de enfoques agroecológicos en la

implementación de las intervenciones productivas. Algunas iniciativas concretas en

este sentido son: 

• Reducción progresiva de productos químicos incorporando fertilizantes y abonos or-

gánicos de fabricación propia (residuos de los animales), para disminuir la depen-

dencia de productos externos.

• Recuperación de tierras erosionadas. Ante la erosión de los suelos agravada por la

frecuencia cada vez mayor de los fenómenos climáticos extremos -como las lluvias

torrenciales y los vientos- y por el uso abusivo de productos químicos, se prevé un

manejo sostenible para la recuperación y conservación de las características físicas,

químicas y biológicas del suelo, con técnicas  apropiadas de manejo de tierras. Así,

se procede a la utilización de abonos orgánicos, abonos verdes, regeneración na-

tural de especies arbóreas, terrazas de formación lenta y zanjas de infiltración.

• Prácticas para mejor y más eficiente rotación de cultivos y sensibilización contra el

sobre pastoreo en praderas nativas y zonas de ladera.

• Incidencia en el uso desproporcionado de leña que hacen las familias con sensibi-

lización en todos los casos e implementación de cocinas mejoradas en algunas ac-

ciones (que pueden reducir más de la mitad del consumo de leña).

Además se prevén varias iniciativas de adaptación al cambio climático:

• Selección natural de semillas y ganado más resistente a la carestía de agua

• Infraestructura para el acopio de agua de lluvia tanto para producción (cultivos y ani-

males) como para consumo humano (aljibes)

• Infraestructura para optimizar el uso del agua: sistemas de riego eficiente para me-

jor aprovechamiento y abrevaderos.

Fuente: información PROSALUS



La información recabada durante la fase de identificación y formulación servirá de
línea de base. Es importante que los datos estén desglosados (por género, edad,
etnia...) y sean precisos, para tener información sobre la situación de los más vul-
nerables y desfavorecidos.

¿Quién lo va a medir?

Siguiendo el principio de participación de los derechos humanos, los titulares de
derechos, obligaciones y responsabilidades deben participar en las actividades de
seguimiento. Es importante asegurar que los más vulnerables y marginados tam-
bién participen aunque haya que utilizar metodologías específicas y apropiadas
para ello. En definitiva se trata de que el proceso de S&E sirva para empoderar a los
más vulnerables.

¿cómo lo vamos medir?

Para realizar el seguimiento del proceso de implementación del proyecto y sus resul-
tados necesitamos definir indicadores teniendo en cuenta los principios de los
derechos humanos.

En la selección de los indicadores debemos tener en cuenta que nos deben permi-
tir conocer hasta qué punto se ha incorporado el DA en todas las fases del proyecto
(desde la identificación hasta el S&E), y demostrar cómo la incorporación del DA
ha contribuido a la eficacia del programa de forma global. Estos indicadores debe-
rían incluir:

• Evidencias de que los grupos más vulnerables han participado en todas las fa-
ses del programa.

• Evidencias de una representación igualitaria y justa de titulares de derechos y obli-
gaciones en todos los grupos afectados.

• Evidencia de que se ha prestado apoyo técnico a mujeres y otros grupos ex-
cluidos para aumentar su capacidad de participación en la elaboración del pro-
yecto y en la toma de decisiones.

• Porcentaje de recursos invertidos en hacer la información accesible a los grupos
excluidos (materiales visuales para grupos analfabetos, traducción de la infor-
mación a lenguas locales, etc.).
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sEGuiMiEnto Y EvAluAciÓn

El sistema de seguimiento y evaluación (S&E) debe estar diseñado para orientar la
toma de decisiones para mejorar, reorientar e incluso abandonar la implementa-
ción del programa o proyecto, así como decisiones sobre las estructuras de gestión
y organización interna del mismo.

En relación con los principios de derechos humanos, el seguimiento y la evaluación
contribuyen a la rendición de cuentas y a que los procesos sean transparentes. Los
titulares de derechos tienen la misma oportunidad de participar y tener acceso a
los resultados del seguimiento que los titulares de obligaciones y responsabilida-
des. La transparencia en el alcance de resultados permite a los titulares de derechos
responsabilizar a los titulares de obligaciones y responsabilidades de la provisión
de los servicios del proyecto. También sirven para identificar qué capacidades de
los titulares de obligaciones y responsabilidades necesitan ser reforzadas para que
puedan mejorar los servicios. Además, el seguimiento y la evaluación contribuyen
a valorar si los actores nacionales e internacionales cumplen con sus compromisos
y obligaciones para la realización de los derechos humanos.

seguimiento

La principal diferencia entre el seguimiento tradicional y el seguimiento de
un programa con enfoque de derechos radica en que, en este último, ade-
más del seguimiento de resultados, se realiza el seguimiento de los procesos.

¿Qué vamos a medir?

Un sistema de seguimiento de un proyecto con enfoque de DA mide tanto los
resultados del proyecto como los procesos utilizados para su implementación. Rea-
lizar el seguimiento de los procesos es importante porque: 

• Ayuda a que los más vulnerables y marginados participen y contribuyan en el
proyecto.

• Los resultados de un programa  que tiene por objetivo la realización del DA pue-
den ser visibles a muy largo plazo, por lo que una buena manera de evaluar
su efectividad es asegurar que somos capaces de medir los avances en la rea-
lización de los derechos humanos desde el análisis de los procesos puestos en
marcha.
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No es necesario crear indicadores completamente nuevos, ya que se pueden adap-
tar indicadores que se utilizan en el seguimiento tradicional de un proyecto para
que tengan un enfoque de derecho a la alimentación. Por ejemplo si un indicador
utilizado en el seguimiento de un proyecto es:

“número de capacitaciones para mujeres sobre agricultura biológica”,

Cuando utilizamos enfoque de DA podríamos añadir: 

“realizado en las zonas más remotas” o “realizado en la lengua local”.

También se puede valorar si ha habido información por parte de las mujeres sobre
la eficacia y utilidad del programa de formación. 
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recuAdro 32 - indicadores para medir la realización progresiva 
del derecho a la alimentación

Para hacer el seguimiento de la realización del DA se utilizan 3 tipos de indicadores:

Indicadores estructurales. Se utilizan en diagnósticos del DA y en el seguimiento y
la evaluación de programas. Estos indicadores miden diferentes dimensiones de los
marcos legales, reguladores e institucionales y de las prioridades de desarrollo socio-
económico, y políticas y estrategias de reducción de pobreza que están relacionadas
con la implementación de políticas y condicionan los resultados de dichas políticas.
Algunos ejemplos con relevancia para el derecho a al alimentación son: el acceso legal
de las mujeres a la tierra, las leyes sobre inocuidad de alimentos, la existencia y efica-
cia de las agencias de protección de consumidores y el comercio interno o las políticas
fiscales. En general, los mismos indicadores estructurales son relevantes para todos los
derechos económicos, sociales y culturales. 

Indicadores de procesos. Captan las diferentes dimensiones (participación, transpa-
rencia, rendición de cuentas…) de los procesos de diseño e implementación de
políticas, programas y proyectos.  Algunos ejemplos relacionados con el DA incluyen
las políticas de reforma agraria, programas de microcrédito, los proyectos de transfe-
rencia de tecnología a pequeños agricultores, generación de ingresos y programas de
alimentos por trabajo a poblaciones desplazadas.

Durante el seguimiento, los indicadores de proceso proporcionan información que iden-
tifica la necesidad de medidas correctivas políticas, legales, administrativas y/o
operacionales para mejorar el proceso de implementación del programa, alineándolo
con los principios y enfoques de derechos humanos. Algunas veces, estos indicadores se
nombran como “indicadores de conducta” puesto que son indicativos del comporta-
miento y desempeño de los titulares de obligaciones en el cumplimiento de sus deberes.

Fuente: FAO, Methods to Monitor the Human Right to Adequate Food, Volume II, 2008

recuAdro 32 (continuación)

Los indicadores de proceso se pueden construir de manera que respondan a las

siguientes preguntas:

• ¿Hasta qué punto el proyecto prioriza a grupos específicos dentro de las poblacio-

nes vulnerables?

• ¿Existen mecanismos  que puedan hacer realmente que instituciones del gobierno o res-

ponsables de proyectos sean responsables de no proporcionar o proporcionar inade-

cuadamente servicios públicos, o por el uso ineficiente o ilegal de recursos públicos?

• ¿Son los criterios de elegibilidad del proyecto discriminatorios o son aplicados en la

práctica de manera discriminatoria?

• ¿Cómo participan los titulares de derechos en la toma de decisiones sobre el diseño

y la implementación del proyecto? ¿Se escuchan seriamente sus opiniones y se di-

señan o modifican en la práctica los proyectos como resultado de las consultas con

los titulares de derechos y sus representantes?

• ¿Cómo se asignan los recursos públicos a los programas sociales que benefician a

los más pobres? ¿Se utilizan estos recursos de forma eficiente? ¿Son los servicios so-

ciales proporcionados como asistencia social o como programas que pretenden la

realización de los derechos humanos?

• ¿Tienen las instituciones con responsabilidad directa en la implementación de polí-

ticas, programas  y proyectos las capacidades necesarias para cumplir con sus res-

ponsabilidades?

Indicadores de resultados. Realizan el seguimiento de los avances del programa o
proyecto en relación con la realización del derecho a la alimentación, alertando cuando

los avances no alcanzan los objetivos previstos. Si solo se realiza el seguimiento de indi-

cadores de resultados, sin que exista un vínculo con los indicadores de procesos y

estructurales, no tendremos información sobre las medidas de refuerzo necesarias para

acelerar y mejorar la implementación del programa y/o proyecto. 

Esta clasificación de indicadores no es rígida puesto que indicadores de proceso en el

seguimiento de un programa pueden ser considerados indicadores de resultados en

otro tipo de programa. Por ejemplo, el resultado de un programa de extensión agra-

ria puede ser aumentar la productividad de la producción de alimentos de los

pequeños agricultores. El mismo resultado del programa pasa a ser un indicador de

proceso en relación con la realización del derecho a una alimentación adecuada,

puesto que mide si los servicios de extensión agraria están desempeñando bien sus

tareas en relación con la realización del derecho a la alimentación.



nen efectos negativos no previstos, y la evaluación puede contribuir a determi-
nar cuáles son, a quiénes ha afectado, cómo han sido afectados y proponer me-
didas para minimizar estos efectos.

• Participación. La evaluación con enfoque de derechos humanos tiene que ser
participativa. Los actores de la intervención tienen el derecho a ser consultados
y participar en las decisiones sobre qué va a ser evaluado y cómo se va a reali-
zar la evaluación. Durante la evaluación se examinará el nivel de participación
de los diferentes actores en las diferentes fases del ciclo del proyecto: diseño,
implementación y seguimiento, y los beneficios que han obtenido. El nivel de
participación en la evaluación depende de varios factores, como presupuesto o
tiempo, y es importante para crear confianza, generar credibilidad y conseguir
la apropiación de los resultados.

• Relaciones equitativas de poder. Durante la evaluación se examinarán las re-
laciones de poder entre los diferentes grupos. Para evaluar este aspecto es im-
portante entender bien el contexto y realizar la evaluación de manera que sirva
para empoderar a los grupos más vulnerables y excluidos.

En relación con la metodología, de la misma manera que en el seguimiento, suge-
rimos utilizar una metodología mixta que combine métodos cuantitativos y
cualitativos. Los métodos cuantitativos proporcionan información fiable sobre los
resultados obtenidos, mientras que los métodos cualitativos nos ayudan a enten-
der cómo se han logrado dichos resultados. Los métodos cualitativos permiten
también que se oiga la voz de los excluidos. La metodología mixta permite la trian-
gulación de los datos, aumentando su fiabilidad.

criterios de evaluación

La mayoría de las instituciones utilizan los criterios de evaluación definidos por la
OCDE-CAD en sus evaluaciones. Estos criterios son: relevancia/pertinencia, eficien-
cia, eficacia, impacto y sostenibilidad. Sin embargo, al aplicar estos criterios, no está
contemplado el análisis de derechos  humanos y, por tanto, no se evalúa esta impor-
tante dimensión. El Grupo de Evaluación de las Naciones Unidas proporciona
algunas orientaciones (ver recuadro 33) para integrar la dimensión de derechos
humanos en los criterios de evaluación de la OCDE-CAD. Además recomienda la
utilización de otros criterios como participación, transformación social, inclusión o
empoderamiento, que derivan directamente del enfoque de derechos humanos.
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evaluación

“Una evaluación con enfoque de derechos humanos no es simplemente un

ejercicio técnico de recogida y análisis de datos. Es un diálogo y un proceso

democrático de aprendizaje mutuo para fortalecer la rendición de cuentas

y cambiar las relaciones de poder entre los actores” 

J.Theis, Save the Children

Las evaluaciones con enfoque de derechos humanos tienen un papel esencial en
examinar hasta qué punto el proyecto: 

(i) ha beneficiado a los titulares de derechos, especialmente a aquellos cuyos de-
rechos habían sido vulnerados, 

(ii) ha aumentado las capacidades de los titulares de obligaciones y responsabili-
dades para cumplir con sus obligaciones, 

(iii) ha fortalecido los mecanismos de rendición de cuentas y supervisado e incidido
para que el Estado cumpla con los compromisos internacionales asumidos re-
lacionados con los derechos humanos. 

Las evaluaciones pueden también contribuir a entender mejor estos procesos y aler-
tar sobre la exclusión de ciertos grupos.

Además contribuyen al proceso de cambio económico y social que constituye el
centro de la mayoría de los proyectos de desarrollo, a través del análisis de las de-
sigualdades, las prácticas discriminatorias y las relaciones injustas de poder que son
la raíz de los problemas del desarrollo. Las evaluaciones con enfoque de derechos
pueden, por tanto, llevar a intervenciones más eficaces y a la obtención de resul-
tados mejores y más sostenibles.

Los principios de las evaluaciones con enfoque de derechos son los siguientes:

• Inclusión. hay que tener en cuenta los grupos que se benefician y contribuyen
al proyecto. Los grupos deben estar desagregados atendiendo a diferentes cri-
terios según sea el contexto y el objetivo del proyecto: los grupos vulnerables y
marginados pueden estar desagregados según género, edad, etnia…, lo mismo
ocurre con otros titulares de derechos y obligaciones  para que se pueda eva-
luar si los beneficios del proyecto fueron distribuidos equitativamente durante
la intervención. También se debe tener en cuenta que, a veces, los proyectos tie-
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